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AUTORIDAD

COORDINADOR

PENITENCIARIO

MORELOS.

DEMANDADA:

DEL SISTEMA

DEL ESTADO DE

ROQUEMAGISTRADO: JOAQUíN

GONZÁLEZ CEREZO.

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA:

ANA MARíA ROMERO CAJIGAL.

Cuernavaca, Morelos, dos de octubre de dos mil veinticuatro

1. RESUMEN DE LA RESOLUCION

SENTENC¡A DEFINITIVA que emite el Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos en sesión de dos de

octubre de dos mil veinticuatro, en el expediente

TJA/SaSERA/JRAEM-01712021, con motivo de la demanda

interpuesta por ; en la que se declaró, la

nulidad lisa y llana del acto impugnado consistente en cese

verbal del actor del cargo que venía desempeñando como

adscrito a la Dirección General de
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Establecimientos Penitenciarios, con fundamento en lo

dispuesto por el artículo 4 fracción ll de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, en virtud de no acreditar

que el actor había renunciado y darlo de baja sin haber

realizado el procedimiento administrativo en términos de la Ley

de Sistema de Seguridad Púbtica det Estado de Morelos'

condenándose a las prestaciones consistentes en aguinaldo,

vacaciones, prima vacacional, emolumentos dejados de

percibir; percepciones devengadas y prima de antigüedad; en

términos de la presente; con base en lo siguiente:

2. GLOSARIO

Parte actora:

Autoridades

dernandadas:

Coordinador

Penitenciario

Morelos.

Sistema

Estado de

del

del

Acto lmpugnado: "... El cese verbal del suscrito del cargo que
venía desempeñando como 

.." (Sic)

LJUSTICIAADMVAEM: Ley de Justicia Administrativa de!

Estado de Morelosl.

1 Publicada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial "f ierra y
Libertad" 5514.
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Ley Orgánica del Tribunal de

Justicia Administrativa del Estado

de Morelo*.

Ley del Sisfema de Seguridad

Púbtica det Estado de Morelos.

Ley de Prestaciones de Seguridad

Socra/ de /as lnstituciones

Policiales y de Procuración de

Justicia del Sisfema Estatal de

Seguridad Pública.

Ley del Seruicio Civil del Estado de

Morelos.
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Código Procesal

Estado Libre y

Morelos

Civil para el

Soberano de

Tribunal de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos.
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3. ANTECEDENTES DEL CASO:

1.- Por acuerdo de fecha diez de marzo de dos mil

veintiuno y cinco de abril del mismo año, se emitieron acuerdos

preventivos para que el actor subsanara su demanda, misma

que tuvo como antecedente la resolución de fecha nueve de

diciembre de dos mil veinte, donde se resolvió la competencia

cor declinatoria presentada por el Tribunal Estatal de

Conciliación y Arbitraje del Estado de Morelos, donde se

determinó la competencia de esta autoridad jurisdiccional; con
*echa veinte de abril de la misma anualidad, se admitió a

:rámite la demanda presentada por la parte actora, en contra

de la autoridad demandada y precisando en su demanda el

acto impugnado señalado en el glosario de este fallo.

2,- Por conducto de la actuaría, se ordenó emplazar y

correr traslado a la autoridad demandada para que dentro del

término de diez días produjera contestación a la demanda

instaurada en su contra.

3.- Por auto de fecha diecinueve de mayo de dos mil

veintiuno, se tuvo a la autoridad demandada Coordinador del

Sistema Penitenciario del Estado de Morelos, contestando la

demanda; ordenándose dar vista por el plazo de tres días a la

parte actora para que manifestara lo que a su derecho

conviniera y se le anunció su derecho a ampliar su demanda.

4.- Por acuerdo de fecha dieciséis de agosto de dos mil

,¡eintiuno, se tuvo a la parte actora, interponiendo incidente de

impugnación de validez y autenticidad de documentos.
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5.- Previo el desahogo del procedimiento

correspondiente en fecha siete de febrero de dos mil

veinticuatro, se emitió sentencia interlocutoria en la que se

declaró improcedente el incidente de imouonación de validez

v autenticidad de documentos interpuesto por la parte actora.

6.- El veintidós de marzo de dos mil veinticuatro, se

dictó un acuerdo por el que se ordenó levantar la suspensión

del presente asunto otorgada en autos; además, se le tuvo por

perdido el derecho de la actora para ampliar su demanda; y se

abrió el periodo probatorio por el término común de cinco días

paa que ambas partes ofrecieran sus pruebas.

7.- En proveído de fecha dieciocho de abril de dos mil

veinticuatro, se tuvo por ratificadas las pruebas ofrecidas por

la autoridad demandada, y por fenecido el derecho de la

parte actora; sin embargo, en términos del artículo 533 de la

LJUSTICIAADMVAEM, para mejor proveer se admitieron las

documentales que fueron exhibidas en autos; señalándose día

y hora para la audiencia de Ley.

8.- Con fecha veinticuatro de mayo de dos mil

veinticuatro, se llevó a cabo la audiencia de ley, donde se hizo

constar que no comparecieron las partes y al no haber

incidente o recurso pendiente por desahogar se cerró el

3 AÉículo 53. Las Salas podrán acordar, de oficio, el desahogo de las pruebas que
estimen pertinentes para la mejor decisión del asunto, notificando oportunamente a las
partes a fin de que puedan intervenir si asíconviene a sus intereses; asimismo, podrán
decretar en todo tiempo la repetición o ampliación de cualquier diligencia probatoria,
siempre que lo estimen necesario. Los hechos notorios no requieren prueba.
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periodo prcbatorio y se ordenó continuar con la etapa de

alegatos, donde se le tienen por formulados sus alegatos a la
autoridad demandada y por perdido su derecho a la parte

actora. citándose para oír sentencia; misma que se emite al

tenor de los siguientes:

4. COMPETENCIA

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el

presente asunto de conformidad con lo dispuesto por los

artículos 1 16 fracción V de la Constitución potítica de los

Esfados unidos Mexicanos, 109 bis de la constitución política

det Estado Libre y soberano de Morelos; artículos 1, 1g inciso

B fracción ll sub inciso l), 196 de la LSSPEM y demás relativos
y aplicables Ce la LORGTJAEMO,

Porque como se adviene de autos, se trata de un juicio

de nulidad promovido por un rniembro de lnstitución de

seguridad Dública, derivado de su relación administrativa con

la demandada, en contra de un acto definitivo para dar por

terminada dicha relación.

5. PROCEDENCIA

Las causales de improcedencia, por ser de orden público,

deben analizarse preferentemente las aleguen o no las partes,

lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el artícul o 3T
párrafo últimoa de la LJUSTICIAADMVAEM, en relación con lo

4 Artículo 37. Eljuicio ante el Tribural de Justicia Administrativa es improcedente en
contra de:

6



T}A
TRlBUNAL DE JUSTICIA ADMINISI-RATWA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJA/s"S E RA/J RAEM -O 1 7 I 2021

sostenido en la siguiente tesis de jurisprudencia de aplicación

análoga y de observancia obligatoria para esta potestad en

términos de lo dispuesto en los artículos 215 y 21T de la Ley

de Amparo.

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES
pREVrsrAS EN EL nnricul-o 73 DE LA LEy DE AMpARo.s

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de
la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser
examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que
el juicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se advierte
que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por el
Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento
alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el
artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas
conducen a decretar el sobreseimiento en eljuicio, sin analizar el fondo
del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia
amerita que se estudien de forma preferente. Una de estas causas es
la inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de
garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese principio, la
acción en sí misma es improcedente, pues se entiende que no es éste
el momento de ejercitarla; y la actualización de este motivo conduce al
sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de Distrito para
sobreseer atendió a la causal propuesta por las responsables en el
sentido de que se consintió la ley reclamada y, por su parte, consideró
de oficio que respecto de los restantes actos había dejado de existir su
objeto o materia; pero en revisión se advierte que existe otra de estudio
preferente (inobservancia al principio de definitividad) que daría lugar
al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, resultarían
inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente
es invocar tal motivo de sobreseimiento y con base en él confirmar la
sentencia, aun cuando por diversos motivos, al sustentado por el
referido Juez de Distrito.

La autoridad demandada opuso las causales de

improcedencia previstas en los ordinales 37, fracciones lX y

El Tribunal deberá analizar de oficio si concurre alguna causal de improcedencia de las
señaladas en este artículo, y en su caso, decretar el sobreseimiento del juicio
respectivo.
5 Tipo de documento: Jurisprudencia, Novena época, lnstancia: Primera Sala, Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: lX, Enero de '1999, Página. 13.
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XlV, en relación al 38, fracción ll de la LJUSTICIAADMVAEM;

mismas que a la letra señalan:

Artículo 37. El juicio ante el Tribunal de Just cia Administrativa es
improceden:e en contra de:

lX. Actos consentidos expresamente o por nanifestaciones de
voluntad que entrañen ese consentimientc;

XlV. Cuando de las constancias de autos se desprenCe claramente que
el acto reclamado es inexistente;

Artículo 38. Procede el sobreseimiento deljuicio

ll. Cuando durante la tramitación del procediniento sobre'riniera o
apareciese alguna de las causas de improcedencia a que se refiere
esta Ley;

Ello debido a cue el actor presentó renuncia y no se le

lo hace valer; por ello el acto impugnado esceso como

inexistente.

Esta autoridad adviefte que dicha causal de

improcedencia guarda relación directa con el fondo del asunto,

por lo tanto, la misma debe desestimarse. Lo anterior tiene

sustento en el siguiente criterio jurisprudencial.

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER
UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL
ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE.

Las causales de improcedencia deljuicio de gararlías deben ser claras
e inobjetables, de lo oue se desorende oue si se hace valer una en

ueset oluc nte relac
con el fondo del negocio, debe desestimarse.

6 Suprema Corte de Justicia de la Nación; Registro digital: 167973: lnstancia: Pleno,

Novena Época; Materias(s): Común: Tesis: P.1J.13512001; Fuente: Semanario Judicial
de la Federación y su Gace:a. Tono XV, Enero de2002 página 5; Tipo: Jurisprudencia.
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Por otra parte, manifiesta que, la demanda no fue

presentada dentro del término de treinta días, en términos del

artículo 40, fracción 17 de la LJUSTIGIAADMVAEM, por tanto,

la acción del actor está prescrita, lo cual está vinculado a la
causal de improcedencia prevista por el artículo 37 fracción X8

de la LJUSTICIAADMVAEM

Es infundado lo manifestado por el actor, porque la

hipótesis que se analiza encuadra en el artículo 201 fracción

lll trascrito de la LJUSTICIAADMVAEM, al existir

aparentemente una resolución en donde se determinó la

separación del actor y ser la norma citada la especializada;

mismo que indica:

Artículo 201.- Prescribirán en treinta días:

iii.- l-r" acciones para impugnar la resolución que de por
terminada la relación administrativa, contándose el término
a partir del momento de la separación.

(Lo resaltado no es de origen)

Para cual se debe tomar en cuenta que el actor

presentó su demanda ante el Tribual Estatal de Conciliación y

7 Artículo 40. La demanda deberá presentarse:
l. Dentro del plazo de quince días hábiles contados a partir del día hábil siguiente en
que le haya sido notificado al afectado el acto o resolución impugnados, o haya tenido
conocimiento de ellos o de su ejecución, o se haya ostentado sabedor de los mismos
cuando no exista notificación legalmente hecha.

e Artículo 37. Eljuicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es improcedente en
contra de:

X. Actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales, aquellos en contra de los
cuales no se promueva eljuicio dentro del término que al efecto señala esta Ley;
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Arbitraje del Estado de Morelos el dieciséis de agosto de dos

mil veintee

En la inteligencia que, aún y cuando la a:tora presentó

su demanda ante autoridad incompetente como lo fue el

Tribunal antes mencionado, al ser ra prescripción de las

acciones una sanción impuesta por la ley al acreedor que

demostró falta de interés al no ejercitarras; sin embargo, en el

presente asunto aún y cuando lo haya hecho ante autoridad

Íncompetente esta figuraya no se configura, al ser este un acto

demostrativo del interés del actor en el eje,"cicio de sus

derechos; lo cual se apoya por analogía en el siguiente criterio:

PRESCRIPCION EN MATERIA DE TRABAJO, SE INTERRUMPE
POR LA PRESENTACION DE LA DEMANDA ANTE AUTORIDAD
INCOMPETENTE.lO

La prescripción de las acciones es la sanción inpuesta por la ley al
acreedor que demuestra falta de interés al no ejerciiarlas; por lo m¡smo,Ia presentacién de la demanda, aunqué sea ante autoridad
incompetente, por ser un acto demostrativo del interés del actor en el
ejercicio de sus derechos. interrumpe la prescripción_

En tal sentido, del día en que la parte actora afirma se

dio la separación fue el 
 al diecisiete de agosto de dos mil veinte, fecha en que

se presentó la demanda, habían transcurrido veintinueve días
hábiles; considerando que los plazos y términos se
suspendieron con motivo de ta emergencia sanitaria generada

l^Fojas I del expediente en que se acfúa.
rc Registro digital: gO+Ag6; lnstancia: Cuarta Sala; euinta Épcca Materias(s): Laboral,
Fuente: semanario Judicial de la Federación. Tomo cxvll, pagin. ,3gs; Tipo: Aislada.Tomo cXVil, página i977. rndice Arfabético. Amparo ¡¡.eció iósolss. nueoá M;;;J ycoagraviados' 17 de septiembre de 1953. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: ngápióPozo. Ponente: Alfonso Guzmán Neyra.
Tomo CXVll, página 885. Amparo Oúecto en materia,Je trabajo EgTi15L The Fresnill:com.pany.4de sep:iembre.de 1gs_3. Mayoría de tres r,'otos. Auserte. Agapito pozo.
Disiden:e: Alfonso Guzmán Neyra. ponenie: Arturo nná.iru. n¿".".
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por el virus SARS-CoV2 (COVID-19); por tanto, la demanda

del actor fue presentada dentro del plazo legal que establece

la Ley, como se puede verificar en el siguiente carendario
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11 Acuerdo PTJAJ003/2020 del Pleno delTribunalde Justicia Administrativa del Estado
de Morelos. por el que se suspenden actividades iurisdiccionales v. por ende. se
declaran inhábiles los días que comprenden del diecinueve de marzo al veinte de abril
del año dos mil veinte. como medida preventiva derivado del brote de neumonía
denominado como la enfermedad por coronavirus COVID-19.

12 Acuerdo PTJA/004/2020 por el que se amplía el periodo de suspensión de actividades
iurisdiccionales del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos v. por
ende. se declaran inhábiles los días oue comDrenden del veintiuno al treinta de abril
del año dos mil veinte. como medida oreventiva derivado del brote de neumonía
denominado como la enfermedad por coronavirus covid-19.

. AcuERDo NúvrRo prJA/oo6/2020, poR EL euE sE pRoRRocA LA susprr'¡slót¡ oe
ACTIVIDADES DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADo DE MoRELoS RL oiR Is
DE JUNto DEL 2o2o y sE AUToRtzA LA cELEBMcTór'¡ oe sus SESIoNES DE pLENo A TMVES DE
HERMMTENTAS lNroRvÁlcAs, ANTE LA DEcLARAToRIA DE LA FASE 3, DE LA pANDEMIA DEL
SARS COVTD rg Er.r VÉXICO.
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En el entendido que del diecinueve de marzo al treinta

y uno de julio de dos mil veinte, de conformidad a los múltiples

acuerdos suspensorios de actividades jurisdiccionales

emitidos con motivo de la pandemia y el último que señaló las

vacaciones de este Tribunal son días inhábiles; por ello como

se indicó es infundada la causal de improcedencia en estud¡o.

Realizado el análisis correspondiente al presente

asunto, no se advierte causal alguna de improcedencia o

sobreseimiento sobre la cual este Tribunal deba pronunciarse.

6. EXISTENCIA DEL ACTO IMPUGNADO

14 AcuERDo ruúueno prJNoost2o2o, poR EL euE sE pRoRRocA LA susPENSlc,N D=
ACTIVIDADES DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS Y S=
AUToRtzA LA cELEBMCTó¡¡ oe sus sEStoNEs DE pLENo R rnevÉs DE HERRAMTENTAS
IruTonTT¡ÁTIcRS, ANTE LA DECLARAToRIA DE LA FASE 3, DE LA PANDEMIA DEL SARS COVID 19 EN

vÉxrco
15 ACU=RDo prJA/oolt2o2o poR EL euE sE pRoRRocA LA susP¡nstóru or
ACTIVIDADES DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTAD3 DE
MORELOS, AL DíA DIEZ DE JULIO D=L2020 y SE CONTINUAN CON LAS MEDIDAS
DE SEGURIDAD QUE SE ESTABLECIERON EN EL DIVERSO ACUERDO
PTJNOO7I2O2O, CON MOTIVO DE LA EMERGENCIA SANITARIA GENERADA POR
EL VIRUS SARS-CoV2 (COVID-19).
16 Primer Periodo Yacacional2020
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Por razón de método en el presente juicio, se debe analizar y

resolver respecto de la existencia o inexistencia del acto

impugnado, porque de no existir el acto que se impugna,

lógicamente resullaría ocioso ocuparse de cualquier causal de

improcedencia u ocuparse del estudio del fondo del asunto

planteado; es decir, que para el estudio de las causales de

improcedencia o de fondo, en primer lugar, se debe tener la

certeza de la existencia del acto impugnado, en este caso el

cese verbal alegado por la actora.

La parte actora afirma en su escrito presentado el

veintiuno de abril de dos mil veinte que17:

" ... Siendo e/ caso que el día veintiuno de febrero de dos mil veinte, el
quien para esto

siempre se osfenfó como Coordinador del Sisfema Penitenciario, me
mando a llamar a su oficina en la coordinación penitenciaria (ubicada
dentro de la ciudad de Atlacholoaya), y me manifestó "...mira
desde hace mucho tiempo he recibido muchas queias de ti la verdad
ya estoy cansado, ya no te presentes a laborar desde este momento
esfás despedido. . ." sLtcediendo eso como a las 16:00 hrs. en la fuente
de trabajo y en presencia de varias personas sin que par ello haya
existido razón o fundamento alguno'i (Sic)

Por su parte tocante a este hecho la autoridad

demandada manifestó:

... Falso, que el 21 de FEBRERO de 2020, siendo aproximadamente
las 16:00 horas, por pafte del suscrito le haya manifestado de forma
verbal .... Por lo que es infundada e inoperante su acusa de pedir,
correspondiendo en todo caso al propio demandante la carga
probatoria para demosfrar su existencia. Lo cierto es que el actor firmÓ

su renuncia inclusive en dos ocasiones en enero de 2020 y en iulio de
2020 ya que la firma de la renuncia de enero se pidió se actualizara a

la fecha en la cual se remitió la denuncia formal, pero el actor firmó las
mismas..." (Sic)
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17 Fojas 59 del presente asunto.
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Las autoridades dernandadas argumentaron como
defensa de manera general:

a) La inexistencia del acto impugnado.

b) La improcedencia de la demanda porque fue el

actor quien presentó renuncia en fecha veintiuno de

iulio de dos mil veinte.

c) Que con fecha dieciséis de enero de dos mil veinte,

se solicitó la retención de pago der actor, en relación a
su baja que se da a partir de la segunda quincena de

enero de dos mil veinte, cuando es remitida la renuncia

oriEinal a la Dirección Generar de Recursos Humanos,
lo que aconteció a través del oficio

de fecha veintisiete de julio de
dos mil veinte, donde consta que et coordinador de
sistema Penitenciario giró el oficio respectivo a 'a

coordinación de Desarrollo y Fortalecimiento

lnstitucional solícitó que a partir del dieciséis de enero
de dos mil veinte, ra bala por renuncia de dicho
elemento.

Respecto a los términos de la separación se advierte
que, la parte actora argumenta que fue separada de su cargo
el e; en tanto las
demandadas lo negaron, pero afirmaron que fue el accionante
quien presentó renuncia.

14
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De la manera en que está planteada la controversia, le

corresponde a la autoridad demandada, la carga probatoria

de sus manifestaciones.

Ello considerando que, al defenderse y negar el acto no

fue de manera definitiva, sino que posterior a ello hacen una

afirmación que deberán demostrar; en términos del artículo

387 fracción 118 del CPROCIVILEM; como es que el

demandante presentó renuncia.

6.1 Pruebas

Mediante auto de fecha dieciocho de abril de dos mil

veinticuatro, se hizo constar que la demandada ofreció y

ratificó sus pruebas, sin embargo, en términos del artículo 53

de la LJUSTIC¡AADMVAEM, se admitieron para mejor

proveer diversas pruebas documentales:

6.1.1 Siendo las admitidas a la autoridad

demandada las siquientes:

1. lnstrumental de Actuaciones: Consistente en todas

las constancias que integran y se sigan acumulando en el

expediente que se actúa;

18 ARTICULO 387.- Excepciones al principio de la carga de la prueba. El
que niega sólo tendrá la carga de la prueba:

l.- Cuando la negación, no siendo indefinida, envuelva la afirmación expresa
de un hecho; aunque la negativa sea en apoyo de una demanda o de una
defensa;
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2. Presuncional Legal y Humana: consistente en

todas aquellas deducciones que resulten de los hechos

conocidos en forma legal y humana.

3. La Documental pública: Consistente en copia

cefiificada del expediente laboral de 

constante de ochenta y cinco fojas útiles.

4. La Documental pública: Consistente en copia

certificada del procedimiento administrativo número

5. La Documental pública: consistente en el oficio

 suscrito y firmado por

entonces Director General de

Recursos Humanos de fecha trece de mayo de dos mil

veintiuno, a través del cual remite copias en original con sello
fiscal, los cuales son una representación impresa de un

comprobante Fiscal Digitar por lnternet (cFDl) de la primer
quincena de maÍzo de dos mil diecinueve a la primer
quincena de enero de dos mil veinte y copia cer.tificada del
Reporte lndividual Movimientos de lncidencias de la base de
datos del sistema único de Autodeterminación (suA),
correspondiente al pago de las cuotas pagadas ante el lnstituto
Mexicano del Seguro Social.

6. La Documental pública. - consistente en el oficio
número de fecha trece de
mayo de dos mil veintiuno, suscrito y firmado por el entonces
Director General de prestación de servicios de personal

t6
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Operativo, con su anexo consistente en captura de correo

electrónico de fecha treinta de julio de dos mil veinte.

6.6.2 Pruebas para meior proveer las siquientes:

1. La Documental: Consistente en impresión de correo

electrónico de la solicitud de finiquito a nombre del actor de

fecha cuatro de mayo de dos mil veintiuno:

2. La Documental: Consistente en copia certificada

constante de una (1) foja útil, correspondiente al Reporte

lndividual de Movimientos e lncidencias de la base del Sistema

Único de Autodeterminación de fecha cuatro de mayo del dos

mil veintiuno.

3. La Documental: Consistente en oficio original de

número , por el cual se remite

información respecto al expediente administrativo y/o laboral

del actor.

4. La Documental: Consistente en copia simple del

oficio por medio del cual se solicita

remitir un juego de copias certificadas y dos juegos de bopias

simples respecto al expediente administrativo y/o laboral del

demandante.

5. La Documental: Consistente en dos escritos de

renuncia suscritos y firmados por el accionante, de fecha

veintiuno de julio del año dos mil veinte, mismos que se
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encuentran en un sobre amarillo cerrado en resguardo dentrc

del seguro de esta Sala.

6. La Documental: Consistente en tres impresiones de

comprobantes para empleado a nombre de la parte actora, de

los periodos siguientes:

Primero al quince de enero de dos mil veinteo

r Primero al treinta y uno de diciembre de dos mil

diecinueve.

. Dieciséis de noviembre a treinta de noviembre de

dos mil diecinueve.

Documentales a las cuales se le concede pleno valor

probatorio en términos de los ar1ículos 437 primer párrafo1E,

44g2o y 49021de| GPROCIV¡LEM de aplicación supleto ria a la

1e ARTICULO 437.- Documentos públicos. Son documentos públicos los autorizados
por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán este
carácter tanto los originales como sus copias auténticas firmadas y autorizadas pcr
funcionarios que tengan derecho a certificar.

20 lntlCULO 449.- Plazo para objetar documentos. Las partes sólo podrán objetar los
documentos dentro de los tres días siguientes a la notificaciór personalde la resolución
de ofrecimiento y admisión de pruebas, tratándose ce los presentados hasta entonces.
Los exhibidos con posterioridad podrán ser objetadcs en igual lapso contados desde la
notificación de la resolución que ordene su recepción.

Los documentos públicos o privados que no se impugnen oportunamente se tendrán
por admitidos y surtirán efectos como si fueren, o hubieren sido reconccidos
expresamente.

21 eRrícUtO 490.- Sistema de valoración de la sana srítica. Los medios de prueba

aportados y admitidos, serán valorados cada uno de ellos y en su conjuntc,
racionalmente, por el Juzgador, atendiendo a las leyes de la lógica y de la experiencia,
debiendo, además, observar las reglas especiales que este Código ordena.
La valoración de las pruebas opuestas se hará confrontándo as, a efecto de que, por el

enlace interior de las rendidas, las presunciones y los indicios, se lleguen a una

convicción. En casos dudosos, el Juez tambiér podrá deducir argumentos del

comportamiento de las partes durante el procedimiento. En todo caso el Tribunal deberá

18
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LJUSTICIAADMVAEM de conformidad al su artículo 722, por

no haber impugnados por la contraparte, surtiendo todos sus

efectos legales; y por tratarse de copias certificadas por

funcionario facultado para tal efecto.

Ahora bien, el punto a dilucidar hasta aquí, es analizar

si la demandada cumplió con debito procesal, en demostrar

que es improcedente la demanda porque fue el actor quien

presentó renuncia en fecha veintiuno de julio de dos mil veinte

y que con fecha dieciséis de enero de dos mil veinte, se solicitó

la retención de pago del actor, en relación a su baja que se da

a partir de la segunda quincena de enero de dos mil veinte,

cuando es remitida la renuncia original a la Dirección General

de Recursos Humanos, lo que aconteció a través del oficio

 de fecha veintisiete de julio de dos

mil veinte, donde consta que el Coordinador de Sistema

Penitenciario giró el oficio respectivo a la Coordinación de

Desarrollo y Fortalecimiento Institucional solicitó que a partir

del dieciséis de enero de dos mil veinte, la baja por renuncia

de dicha elemento.

exponer en los puntos resolutivos cuidadosamente las motivaciones y los fundamentos
de la valoración jurídica realizada y de su decisión.

22 Articulo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se suqtanciarán y

resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposición
expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo
dispuesto por el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en
materia fiscal, además a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el Código
Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de
Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo descentralizado cuyos actos se
impugnen; en materia de responsabilidad de los servidores públicos a la ley estatal en
la materia, en lo que resulten aplicables.
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De autos se aprecian las siguientes documentales

5. consistente en dos escritos de renuncia suscritos y

firmados por el accionante, de fecha veintiuno de julio del año

dos mil veinte, mismos que se encuentran en un sobre amarillo

cerrado en resguardo deniro del segurc de esta Sala.

Al analizar dichas pruebas resurta conducente resaltar
que, en efecto en autos obran las siguiertes renuncias donde

aparece firmas, huellas digitales y nombre del actor:

La marcada con el folio número "6", se lee lo siguiente:

"_EI que suscribe, por asi convenir a mis intereses, presento a ]Jsted mi
Renuncia voluntaria, con carácter de irrevocable, al puesto de

 con núrnero de empteado 
adscrito a la coardinacion del sistema peniterciario de Ia comisión
E-statal de sesuridad púbrica del poder Ejecutivo det eonErrnEt
Estado de Morelos. bajo protesla de decir verdad, que apa¡tir dgl dia  do¡, por terminada en forma
voluntaria la relación que me unía czn la comisión Estatal de
seguridad Pública del poder Ejecutivo del Gobierno det Estaco de
Morelos, a quién reconozco como único patrón, precisando que no se
me adeuda cantidad aiguna por conceptc de salarios devengados,
vacaciones, prima vacacional, despensa y aguinaldo; toda vez que con
opoftunidad han sido cubiertas fodas y cadi una de las prestaciones a
las que legalmente tengo derecho, manifxtando bajo protesta de decir
verdad que durante todo el tiempo que p:esté mís'se:ruicios no iaboré
horas extras, no he sufndo riesgo ni enfermeciad profesional en el
desempeño de mis labores, por lo que no me reseryo acción o derecho
algún o que ejercitar en su contra, otorgando el más amptio finiquito
!u? en derecho proceda a favor de ta ccmlsión Estatat ae seguiioaa
Pública del Poder Ejecutivo det Gobierno ce! Estado de Morelos o aquién sus derechos represente.

De igual manera manifiesto mi conformidad para que en caso de que
exista algún adeudo por concepto Ce pago en demasía, de
percepcrcnes no procedentes, deducciones ,Je /MSS, seguro de vida o
cualquier otro adeudo que por Ia función que desempeñada exisÍa, se
realice la deducción correspondiente de mifiniquito, a fin de no tener
adeudo alguno con Ia misma, eh tar

Así como la diver,sa s¡n número de folio que señala
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El que suscribe, por así convenir a mis lnfereses, presento a Usted mi
Renuncia Voluntaria, con carácter de irrevocable, al puesto de

con número de empleado 
adscrito a la Coordinación del Sisúema Penitenciario de la Comisión
Estatal de Sequridad Pública del Poder Ejecutivo del Gobierno del
Estado de Morelos.

Manifiesto bajo protesta de decir verdad, que a paftir det día
doy por terminada en forma voluntaria la relación que

a Comisión Estatat de Seguridad Púbtica del Poder
Ejecutivo delGobierno del Estado de Morelos, a quién reconozco como
único patrón, precisando que no se /ne adeuda cantidad alguna por
concepto de salarios devengados, vacaciones, prima vacacional,
despensa y aguinaldo; toda vez que con oportunidad han sido cubierlas
todas y cada una de las prestaciones a las que legalmente tengo
derecho, manifestando bajo protesta de decir verdad que durante todo
eltiempo que presté mis servicios no laboré horas extras, no he sufrido
riesgo ni enfermedad profesional en el desempeño de mis labores, por
lo que no me reservo acción o derecho algún o que ejercitar en su
contra, otorgando el más amplio finiquito que en derecho proceda a
favor de la Comisión Estatal de Seguridad Pública del Poder Ejecutivo
delGobierno del Estado de Morelos o a quién sus derechos represente.

De igual manera manifiesto mi conformidad para que en caso de que
exista algún adeudo por concepto de pago en demasía, de
percepciones no procedentes, deducciones de /MSS, seEuro de vida o
cualquier otro adeudo que por la función que desempeñada exisfa, se
realice la deducción correspondiente de mi finiquito, a fin de no tener
adeudo alguno con la misma, toda vez que he decidido presentar mi
renuncía hasta el día de hoy 

Siendo que en la primera se establece que a partir de

da por terminada de forma

voluntaria Ia relación que lo unía con la Comisión Estatal de

Seguridad Pública y en la siguiente que lo hace a partir del

 y, en ambas que la

renunc¡a la presenta el 

En esta pafte es importante destacar que el actor al

interponer su demanda manifestó que, al momento de su

contratación se le condicionó a firmar diversos documentos de

los cuales no se le permitió la lectura, así como diversas hojas
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en blanco.23 Hecho que no fue controvertido por la

demandada, por tanto, se tiene por ciefto en términos del

primer párrafo del artículo 36024 del CPROCIVILEM, en

relación con el 7 de la LJUSTICIAADMVAEM

Las documentales antes descrítas, fueron impugnadas

por el actor, es así que se desahogó el lncidente de

lmpugnación de Documentos, mismo que fue resuelto en fecha

el siete de febrero de dos mil veinticuatro, que la parle relativa

determinó:

A razón como ya se indicó de haber coincidencias en /os mismos con
respecto a le firma que fue impugnada por cuanto a su VALIDEZ Y
AUTENTICIDAD,?ue se encuentran estampadas y que calza el escrito
de las renuncias Ce fecha 
donde do-s de los expertos determinaron que sí corresponde_g!_pgnol
Ietra det actor incidentista y coí1
respecto a la huella digital o dactilar que de igual manera calzan los
escrifos de mérito fueron dictaminadas como indeterminable.. lo que
a considerac!ón de esta autoridad no afecta la validez de las firmas
estampadas, /nenos aún implica Ia procedencia del asunto que nos
ocupa.

Por lo que la prueba documental ofrecida por la autoridad demandade
en lo principal, consisfenfe en los escrifos oe renuncias de íeche
veintiuno Ce julio Cel año dos mil veinte, surten tos efecfos legales que
correspondan en el presente juicio; /os cuales quedan sujetos a la
valoración que conforme a derecho se haga a! momento de dictar le
sentencia definitiva en el expediente principal.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto par
las artículos 3, 7, 13, 59, 60 fracción Vll de la LJUSTICIAADMVAEM,
28 fracción lV de la LORGTJAEMO es de resclverse al tenor oe /os
siguientes'

23 Fojas 58 de este expeJiente

24 ARTICULO 360.- Contestación de la demanda. El demandado formulará la
contestación de la demanda Centro del plazo de diez días, refiriéndose a cada una de
las pretensiones y a los hechos aducidos por el actor en la demanda, admitiéndolos o
negándolos expresando los que ignore por no ser propios o refiriéndolo como considere
que ocurrieron. Cuando el demandado aduzca hechos o derec'ro incompatibles con los
señalados por el actor en la demanda se tendrá por contestada en sentido negativo de
estos últimos. El silencic. y las evasivas harán que se tengan por admitidos los hechos
y el derecho sobre los que ro se suscitó controversia, la negación de los hechos no
ertraña la admisión del Deredro, salvo lo previsto en la parte inal del artículo 368.
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6. PUNTOS RESOLUTIVOS;

PRIMERO. se declara improcedente el incidente de impugnación
de validez y autenticidad de documentos interpuesto polta parte
demandante en lo principal y hoy actor incidentista 

con respecto a los escntos de renuncias de fecha 
, por los razonamientos expuesfos en e/

contenido de la presente resolución.

SEGUNDO.- Los documentos impugnados consistentes en en los
escrifos de renuncia de fecha 
deberán surfir los efecfos legales a que haya lugar en etjuicio principat.

Es decir, que medularmente se resolvió que de los tres

expeftos que emitieron su dictamen, dos de ellos resolvieron

que las firmas imputadas al actor sí correspo ndían a su puño

v letra y con respecto a la huella digital o dactilar que de igual

manera calzan los escritos de mérito fueron dictaminadas

como indeterm ble.

No obstante lo anterior y, como se adelantó el actor al

momento de la interposición de su demanda sostuvo que al ser

contratado se le condicionó a firmar diversos documentos de

los cuales no se le permitió la lectura, así como diversas hojas

en blanco2s, lo que se tuvo por cierto.

Lo cual guarda elemental congruencia con lo que se

sostuvo en el Dictamen suscrito por la Perito en materia de

grafoscopía, documentoscopÍa y dactíloscopía, nombrada por

este Tribunal, con el carácter de Perito Tercero para dirimir

discordia, cuando determinó en los anexos fotográficos de

dicho Dictamen que se observaba impresión sobre la firma v

huella plasmadas en los escritos de renuncia de fecha
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 como se aprecia a

continuación:

Ante este hecho, se debe resáltar que si bien mediante

resolución de fecha siete de febrero de des mil veinticuatro, la
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Quinta Sala de este Tribunal, decretó improcedente el

incidente de impugnación de validez y autenticidad de

documentos respecto de los escritos de renuncia de fecha

cierto es también

que, dicha determinación no impide que los citados

dictámenes queden sujetos a valoración que proceda

conforme a derecho.

Es así que esta autoridad concluye, que las firmas que

calzan los escritos de renuncia en análisis si fueron puestas

con el puño y letra del actor, pero fueron aquellas hojas que el

actor fue condicionando a firmar en blanco cuando fue

contratado; es decir, fueron utilizadas para imprimir con

posterioridad los párrafos que equivalen a la renuncia que se

imputa al accionante.

En esa tesitura, resultan insuficientes los escritos de

renuncia de fecha 

en razón de que, como se indicó previamente, al haber

impresión de tinta posterior a las firmas plasmadas en ambos

documentos genera incertidumbre jurídica y no es factible

brindarles valor probatorio de que haya sido veraz la
manifestación de la voluntad del actor al suscribir su supuesta

renuncta

Lo que en suma representa que, la demandada no

cumplió con su deber procesal de acreditar que la parte actora

renunció al cargo que venía desempeñando.
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Consecuentemente, atendiendo el caudal probatorio y

a la lógica y a la experiencia, esta autoridad concluye que, en

efecto la parte actora fue separada del cargo el

, en los términos que describió; por

tanto, es existente el acto impugnado, por ende, dicho acto

es imputable al Coordinador de Sistemas Penitenciarios.

7. ESTUDIO DE FONDO

7.1 Planteamiento del caso

En términos de lo dispuesto en la fracción l, del artículo

86 de la LJUSTICIAADMVAEM, se procede a hacer la fijación

clara y precisa de los puntos controvertidos en el presente

juicio, tomando en consideración lo argumentado por las

partes en los escritos de demanda y contestación.

Así tenemos que la parte actora, reclama la ilegalidad

de su baja fuera del procedimiento establecido en la Ley.

Según se desprende de los hechos que narra la parte

actora en su demanda, la relación administrativa concluyó

derivado del cese verbal del cargo que venía desempeñando

como  para el Sistema Penitenciario del

Estado de Morelos, en la cual manifiesta que la autoridad

demandada realizó la destitución del cargo de la hoy actora,

sin que de las constancias existentes se acredite que se haya

instruido el procedimiento relativo, acto del cual se declaró su

existencia en el capítulo quinto de la presente resolución.

Por lo cual, la Litis consiste en determinar la legalidad o
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ilegalidad del acto impugnado; y si procede o no, el pago de

las pretensiones reclamadas.

7.2 Presunción de legalidad

En la República Mexicana, así como en el estado de

Morelos, los actos de autoridad gozan de presunción de

legalidad, esto en términos del primer párrafo del artículo 16

de la Constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos

del que se advierten fos requisitos de mandamiento escrito,

autoridad competente, fundamentación y motivación, como

garantías instrumentales que, a su vez, revelan la adopción en

el régimen jurídico nacional del principio de legalidad, como

una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica,

acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello que

expresamente les facultan las leyes, lo cual se apoya en el

siguiente criterio:

pRrNc¡pro DE LEGALTDAD. cARAcrEnísncas DE su DoBLE
FUNcToNALTDAD rnnrÁruoosE DEL Acro ADMrNrsrRATrvo y
su nellcróru coN EL DrvERSo DE TNTERo¡ccróru DE LA
ARBITRARIEDAD Y EL CONTROL JURISDICCIONAL2s.

Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se advierten los requisitos de
mandamiento escrito, autoridad competente y fundamentación y
motivación, como garantías instrumentales que, a su vez, revelan la
adopción en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad,
como una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica, acorde
al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que
expresamente les facultan las leyes, en el entendido de que éstas, a

su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general. Bajo esa
premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad,

2u Época: Décima Época. Registro: 2005766. lnstancia: Tribunales Colegiados de
Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación. Libro 3, febrero de 2014, Tomo lll. Materia(s): Constitucional. Tesis:
lV.2o.A.5'l K (10a.) Página: 2239.
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particularmente tratándose del acto administrativo, pues, por un lado,
impone un régimen de facultades expresas en el que todo acto de
autoridad que no represente el ejercicio de una facultad expresamente
conferida en la ley a quien lo emite, se considerará arbitrario y, pcr ello,
contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que legitima a las
personas para cuestionar la validez de un acto desajustado a las leyes,
pero, por otro, bajo la adopción del mismo principio como base de todo
el ordenamiento, se genera la presunción de que toda actuación
de la autoridad deriva del ejercicio de una facultad que la ley le
confiere, en tanto no se demuestre lo contrario, presunción de
legalidad ampliamente reconocida tanto en la doctrina como en la
legislación nacional. Así, el principio de legalidad, apreciado en su
mayor amplitud, da cabida al diverso de interdicción de la arbitrariedad,
pero tarnbién conlleva que éste opere a través de un ccntrol
jurisdiccional, lo que da como resultado que no basta que elgobernado
considere que determinado acto carece de fundamentación y
motivación para que lo estime no obligatorio ni vinculante o lo señale
como fuente de un derecho incontrovertible a una sentencia que lo
anule, sino que, en todo caso, está a su cargo recurrir a los órganos de
control a hacer valer la asumida ausencia o insuficiencia de
fundamento legal y motivación dentro de dicho procedimiento y, a su
vez, corresponderá a la autoridad demostrar que el acto cuestionado
encuentra sustento en una facultad prevista por la norma, so pena de
que sea declarado contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que
revela que los procedimientos de controljurisdiccional, constituyen la
última garantía de verificación del respeto al derecho a la seguridad
jurídica, cuyas reglas deben ser conducentes y congruentes con ese
propósito.

Por lo anterior, la carga de la prueba corresponde a la

parte actora. Esto vinculado con el aftículo 386 primer

parrafoz7 del cPRoclvlLEM de aplicaciÓn complementaria a

la LJUSTICIAADMVAEM de conformidad a su artículo 728,

cuando el primero señala, que la parte que afirme tendrá la

carga de la prueba de sus respectivas proposiciones de hecho

27 ARTICULO 386.- Carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba de
los hechos constitutivos de sus pretensiones. Asi, la parte que afirme tendrá la carga de
la prueba, de sus respectivas proposiciones de hecho, y los hechos sobre los que el

adversario tenga a su favor una presunción legal.

28 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y
resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposició:t
expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo
dispuesto por el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en
materia fiscal, además a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el Código
Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de

Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo descentralizado cuyos act¡s se
impugnen; en materia de responsabilidad de los servidores públicos a la ley estatal en

la materia, en lo que resulten aplicables.
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y los hechos sobre los que el adversario tenga una presunción

legal.

7.3 Estudio de las razones de impugnación.

Los motivos de impugnación de la parte actora se

encuentran visibles de la foja 59 a la 60 del expediente

principal, mismos que se tienen aquí por íntegramente

reproducidos en obvio de repeticiones innecesarias, pues el

hecho de omitir su transcripción en el presente fallo, no

significa que este Tribunal en Pleno, esté imposibilitado para

el estudio de las razones de impugnación, cuestión que no

implica violación a precepto alguno de la

LJUSTIC¡AADMVAEM, esencialmente, cuando el principio de

exhaustividad se satisface con el estudio de cada una de las

razones de impugnación esgrimidas por la parte actora.

Al efecto es aplicable la tesis de jurisprudencia que

textualmente señala:

CONCEPTOS DE VIOLAGION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A
TRANSCRIBIRLOS. 29

El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos
de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido
disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues
no hay precepto alguno que establezcala obligación de llevar a cabo tal
transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de
indefensión ál quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para

2s sEGUruoo TRtBUNAL coLEGtADo DEL sEXTo ctRcutro. JURISpRUDENctA
de la Novena Época. lnstancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO
CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: Vll, Abril
de 1998. Tesis: Vl.2o. J1129. Página: 599.
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recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar,
en su caso, la ilegalidad de la misma.

La parte actora expresó como única razón de

impugnación, la siguiente:

UNICO.- Aduce que, le causa perjuicio el despido

injustificado que efectuó la demandada, respecto del cargo que

desempeñaba como  del Sistema

Penitenciario del Estado de Morelos, del que fue sujeto;

asimismo, señala que fue destituido sin que se le instruyera un

crocedimiento en el que se siguieran las formalidades

establecidas en los numerales 163, 164, 171 y 172 de la

LSSPEM, así como la demás normatividad aplicable,

violándose la garantía de audiencia, siendo entonces que el

acto impugnando resulta ilegal por ser violatorio de la norma

citada.

En esa línea de pensamiento, argumenta que, la

autoridad demandada infringió el artículo 16 Constitucional,

mismo que refiere que todo aclo de autoridad debe estar

debidamente fundado y motivado; hecho que refiere no ocurrió

así, ¡r¿ que la orden verbal reclamada no se encuentra fundada

y motivada, dado que la demandada no precisó las razones

particulares ni los dispositivos legales para determinar la orden

verbal que generó su despido, dejándolo en estado de

indefensión.

7.4 Contestación de la autoridad demandada

La autoridad demandada negó el acto impugnado y expresó

entre otras cosas, lo siguiente:
30
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Manifiesta que, el acto que se reclama es inexistente,

ya que la autoridad no emitió, ordenó ni ejecutó el acto que

señala el demandante, por lo cual, la acción de nulidad que

pretende es improcedente.

Asimismo, refiere que lo que sí es existente es la

renuncia voluntaria del hoy actor, presentada en fecha

 por lo que, es

infundada e inoperante la causa de pedir de la actora, debido

a que fue su voluntad dar lugar a la conclusión de su servicio,

conforme a lo dispuesto por el numeral 88, fracción ll, inciso a)

de la LSSPEM; por ende, deduce que, es improcedente el

juicio de nulidad instaurado en su contra.

Cabe señalar que, como quedó previamente disertado,

la defensa de la demandada quedÓ destruida, al evidenciarse

que las renuncias que obran en autos, a nombre del actor,

fueron confeccionadas, al haberse impuesto primero la firma

del actor y huella digital y después la impresión del nombre del

actor.

Ahora bien, del escrutinio realizado por este Tribunal a

la razón antes transcrita por la cual la parte actora ataca el

acto impugnado, se estima que es fundada y suficiente para

declarar la nulidad del acto impugnado.

En virtud que los artículos 104, 159, 168, 171y 172 de

la LSSPEM, señalan las causales y el procedimiento que debe

de seguirse para efecto de aplicar sanciones a los elementos
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de seguridad pública sin responsabilidad paralas instituciones,

entre ellas la destitución, remoción o baja del cargo por causa
justificada, las autoridades competentes para desahogar dicho
procedimiento y aquella que deberá determinar de manera
fundada y motivada la sanción a imponer, todo esto previa

audiencia de inculpado. preceptos legales que disponen:

Artículo 104.- Las instituciones de seguridad pública impondrán las
sanciones o correctivcs disciplinarios aplicables al incumplimiento de
los deberes previstos en esta ley y en el reglamento de la materia. Los
órganos cgmpetentes que conocerán de éitos serán los previstos en
su propia legislación y.reg amentos.

Las sanciones y proc=d nientos de aplicación se especificarán en el
reglamento de la presente rey y serán, ar menos, ras siguientes:

l. Correctivos Disciplinarios.
a. Amonestación, y
b. Arresto el cual no e:<cederá de 36 horas, y
ll. Sanciones:
a. Cambio de Adscripción;
b. Suspensión temporal de funciones, y
c. Destitución o remociór.
lll. Derogada.

Artículo l5g.- serán causas justificadas de remoción, sinrespcnsabilidad para las instituciones de seguridad pública y por
consiguiente sin indemnización, previo desahógo del procedimiento
establecido en esta Ley, para los elementos de las instituciones deseguridad pública y sus auxiliares:

l'. .cometer fafta grave a ros principios de actuación, deberes y
obligaciones previstos en ra presenie Ley y demás normativida,J
aplicable, para las instituciones de seguriOad púOt¡ca;ll. lnfligir, tolerar y pern'tir actos 

-de 
tortura, sanciones crueles,

inhumanas y degradantes, aun cuando se trate de una orden superior
o se argumenten circunstancias especiales, tales como amenaza a laseguridad pública, urgencia de las investigaciones o cualquier otra;lll. Faltar a sus labores pcrtres o más dias, en r"p"riüo de treintadías naturales, sin permiso del ritular de la Depenoenc¡a Estatal oMunicipal o sin causa just ficada;
lV.Abandonar injustificadanente el servicio asignado;
V. Resolución de autoridac competente que le impida continuar ccn eldesempeño material de su servicio;vl' No cumplir con dirig=ncia er servicio que tenga encomendado y.abstenerse de cuarquier acto u omisión qu" 

""rr" tá suspensicn c,deficiencia de dicho servicio o imprique er ejercicio indebido de urempleo, cargo o comisión;
vll. lncurrir en faltas de probidad y honradez durante el servicio, ccometer actos inmorales;

a^JZ
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Vlll. No observar buena conducta, ni respetar la persona y órdenes de
sus superiores jerárquicos;
lX. Portar el arma a su cargo fuera del servicio o dentro del mismo,
para un fin distinto a la seguridad pública;
X. Poner en peligro a los particulares o a otros elementos de las
instituciones de seguridad pública a causa de imprudencia, descuido o
negligencia;
Xl. Asistir a sus labores bajo el influjo de bebidas alcohólicas,
sustancias psicotrópicas o estupefacientes o por consumirlas durante
el servicio o en su centro de trabajo
Xll. Consumir cualquier tipo de droga, psicotrópico, enervante,
estupefaciente fuera o dentro del servicio;
Xlll. No obedecer sistemática e injustificadamente las órdenes que
reciba de sus superiores con motivo del servicio que presta;
XlV. No custodiar y conservar la documentación e información que por
razón del cargo o comisión esté a su cuidado o a la cualtenga acceso;
XV. Revelar asuntos secretos o reservados de los que tengan
conocimiento, sin el consentimiento de su superior jerárquico;
XVl. Presentar por sí o interpósita persona, documentación alterada o
falsificada;
XVll. lncumplir en forma reiterada con los objetivos y metas
prog ram áticas específicas que le correspondan ;

XVlll. Aplicar a sus subalternos, en forma dolosa o reiterada,
correctivos d isci pli na rios notoriame nte inj ustificados ;

XlX. Obligar por cualquier motivo a sus subalternos a entregarles
dinero o cualquier otro tipo de dádivas;
XX. lncumplir la prohibición de no ser socio, propietario o empleado
por sí o por interpósita persona de empresas de seguridad;
XXl. Negar la información oficial que le sea solicitada por autoridades
y órganos públicos autorizados;
XXll. Solicitar, aceptar o recibir por sí o por interpósita persona, en el
ejercicio de sus funciones, dinero u objetos, mediante enajenación a su
favor, o en precio notoriamente inferior a aquél al que el bien de que se
trate tenga en el mercado ordinario, o cualquier donación, empleo,
cargo o comisión para sí, o para terceras personas;
Xxlll. No acreditar las evaluaciones y exámenes de control de
confianza;
XXIV. No atender con diligencia las instrucciones, requerimientos o
resoluciones que reciba de otras autoridades o de sus titulares;
)üV. No denunciar por escrito ante la autoridad correspondiente, los
actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones cometa algún
servidor público, que pueda constituir responsabilidad administrativa o
de cualquier otra naturaleza, en los términos de esta Ley y otros
ordenam ientos aplicables;
XXVI. Aprovechar la posición que su cargo o comisión le confiere para
inducir a que otro servidor público efectúe, retrase u omita realizar
algún acto de su competencia, que le reporte cualquier beneficio,
provecho o ventaja para sí, su cónyuge o parientes consanguíneos
hasta el cuarto grado, por afinidad o civiles, o para terceros con los que
tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios
o sociedades de las que el Servidor Público o las personas antes
referidas formen o hayan formado parte;
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XXVll. Ser condenado a pena de prisión resultado de una sentencia
ejecutoriada;
XXV|ll. lncurrir en alguna de las prohibiciones, establecidas en la
presente ley;
XXIX. Causar intencionalmente daño o destrucción de material,
herramientas, vestuar o, equipo, vehículos y en general todo aquello
propiedad de la corporación, de sus compañeros y demás personal de
la misma;
XXX. Ser declarado responsable en cualquiera de los procesos
instaurados en su contra. relativos a las causales contenidas en el
presente artículo, y
XXXI. Las demás que seialen otros ordenamientos jurídicos
aplicables.

Artículo 168.- La Visitaduría General y las Unidades de Asuntos
lnternos contarán con la estructura adecuada y el personal apropiado
para el cumplimiento de sus funciones señaladas en la presente ley y
en su reglamento respectivo, para efecto de realizar las investigaciones
suficientes y allegars= de todos los datos necesarios, para poder
determinar de manera funCada y motivada sus actuaciones, así como
los reconocimientos y sanciones preventivas o definitivas que
propongan ante el Consejc de Honor y Justicia de cada institución de
seguridad pública.

Las instituciones de seguridad pública, están obligadas a proporcionar
los recursos humanos, materiales e incluirán en sus respectivos
presupuestos, los recLrsos necesarios para su buen funcionamiento.

Artículo 17'1.- En los asuntos que conozcan las Unidades de Asuntos
lnternos, se abrirá un expedien:e con las constancias que existan sobre
el particular bajo el siguiente procedimiento:

l. Al momento de tener conocimiento de la queja o denuncia, contará
con quince días hábiles para irtegrar la investigación correspondiente,
allegándose de la información que sea necesaria, así como de las
pruebas ofrecidas por el quejoso; y, en caso de contar con pruebas
suficientes, determin¿rá el iricio del procedimiento administrativo,
cuando la conducta alribuida encuadre o se encuentre prevista en el

artículo 159;
ll. Concluido el término previstr en la fracción que antecede, se citará
al elemento policial sujeto a procedimiento, para hacerle saber la
naturaleza y causa del mismo, a fin de que conozca los hechos que se
le imputan, entregándole copias certificadas del expediente formado
para tal efecto, dejandc constancia de ello;
lll. Notificada que sea el elemento, se le concederán diez días hábiles
para que formule la oontestación y ofrezca las pruebas que a su
derecho convengan; ioncluido el término se procederá a abrir un
período para el desahogo de las pruebas, por el término de cinco días
hábiles. Dentro de dicho término, las partes deberán ofrecer las
pruebas que a su derecho correspondan, relacionándolas con los

hechos controvertidos;
lV. Transcurrido eltérmino probatorio, dentro de los tres días siguientes
se dictará auto para que tenga verificativo la audiencia de pruebas y
alegatos, debiendo contener lugar, día y hora para el desahogo de las
mismas, con el apercíbimientc de ambas partes, que en caso de no

comparecer sin causa justificada, se llevará a cabo la audiencia,
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teniéndose por precluido cualquier derecho que pudiera ejercitar en ra
misma. El plazo para eldesahogo de esta audiencia no deberá exceder
de quince días hábiles;
V. En la audiencia a que se refiere la fracción anterior, se desahogarán
las pruebas ofrecidas y las partes deberán formular los alegatos que a
su derecho convengan de manera verbal o por escrito;
Vl. Se elaborará la propuesta de sanción que se pondrá a
consideración del Consejo de Honor y Justicia dentro de los cinco días
hábiles siguientes al cierre de la instrucción, a efecto de que éste emita
la resolución respectiva, que no deberá exceder del término de los diez
días hábiles siguientes; y
Vll. A falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que
prevé este ordenamiento, se estará a lo dispuesto supletoriamente por
la Ley de Justicia Administrativa en el Estado."

Artícuf o 172.- Todo procedimiento deberá ser resuelto en un término
no mayor de setenta días hábiles, contados a partir de la presentación
de la queja ante la Unidad de Asuntos lnternos. Al vencimiento de este
término se deberá contar con la resolución del Consejo de Honor y
Justicia respectivo, debidamente fundada y motivada, debiendo
devolverla para su ejecución a la tJnidad de Asuntos lnternos que la
remitió.

De cada actuación se levantará constancia por escrito, que se integrará
secuencial y numeradamente al expediente con motivo del
procedimiento.

Lo cual no se tomó en cuenta en el caso que nos ocupa,

pues de ninguna de las pruebas que obran en autos se

desprende que para determinar la separación de la parte

actora como miembro del cuerpo de seguridad pública al que

pertenecía, se le haya instaurado el procedimiento

correspondiente, en el cual se le hubiera oído y vencido en

juicio, violándose lo que establece el párrafo segundo del

artículo 14 de la Constitución Política de /os Esfados Unidos

Mexicanos que regula la garantía de audiencia de la siguiente

manera

Artículo 14. ...
Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades,
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los
tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las
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formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes
expedidas con anterioridad al hecho...

De lo anterior se desprende que la garantía de

audiencia es el derecho que todos los gobernados tienen para

ser oídos y poder defenderse con anterioridad a que sean

privados de sus derechos, es decir, es la oportunidad para

rendir pruebas y formular alegatos en aquellos casos en que

se comprometa su libertad, sus propiedades, sus posesiones

o sus derechos.

A su vez, este derecho para los gobernados se traduce

en una obligación para el Estado de abstenerse de cometer

actos que limiten o restrinjan determinados derechos sin que

se satisfaga esa garantía, con excepción de las salvedades

que establezcan la propia Constitución Política, así como los

criterios j u risprudenciales.

En relación con la garantía de audiencia, el Pleno de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la tesis P.

LVlg2, visible en la página treinta y cuatro, Número cincuenta

y tres, de la Octava Época, correspondiente al mes de rnayo

de mil novecientos noventa y dos, de la Gaceta del Semanario

Judicial de la Federación, de rubro y texto siguientes:

FORMALIDADES ESENC¡ALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS
QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA
PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.

La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional
consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa
previamente alacto privatirro de la vida, libertad, propiedad, posesiones
o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras
obligaciones, la de que en el juicio que se siga 'se cumplan las
formalidades esenciales del procedimiento'. Estas son las que resultan
necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de
privación y que, de manera genérica, se traduce en los siguientes
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requisitos. 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus
consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas
en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y  ) El dictado
de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no
respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la
garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado

El artículo 14 Constitucional antes transcrito establece

expresamente que nadie podrá ser privado de la libertad o de

sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio;

sin embargo, esto no implica que esa garantía esté limitada a

los procedimientos jurisdiccionales, sino que se debe entender

que las autoridades administrativas también están obligadas a

respetarla.

Lo anterior fue concluido por el Pleno de la Suprema

Cofte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión

113312004, en donde, expresamente, se menciona:

'De ese modo, el segundo párrafo del artículo 14 constitucional, en la
parte que señalaba: 'Nadie podrá ser privado de la vida, de la libe¡'tad
o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio ...',
comenzó a hacerse extensivo a /as autoridades administrativas,
entendiéndose por 'juicio' cualquier procedimienfo susceptible de
brindar al pafticular la posibilidad de ser oído en defensa frente a los
acfos privativos."

"Ciertamente, si a /os órganos esfafa/es administrativos incumbe
legalmente desempeñar las funciones inherentes a los distintos ramos
de la administración pública, la defensa previa que el gobernado deba
formular, debe enderezarse también ante ellos, dentro del
procedimiento que legalmente se instituya. Si e/ acto de privación va a
emanar legalmente de una autoridad administrativa, sería ilógico que
fuese una autoridad judicial la que escuchase algobernado en defensa
'previa' a un acto de privación que ya es plenamente ejecutable ..."
(Sic)

Ahora bien, por lo que se refiere, en específico, a la

garantía de audiencia previa, la Suprema Corte de Justicia de

la Nación ha determinado que ésta únicamente rige respecto
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de los actos privativos e implica que la emÍsión de un acto

materialmente administrativo, cuyo efecto es desincorporar

algún derecho de la esfera jurídica de los gobernados,

generalmente esté precedida de un procedimiento en el que se

permita a éstos desarrollar plenamente sus defensas.

En este sentido, la garantía de audiencia previa es de

observancia obligatoria tratándose de actos privativos de la

libeftad, propiedades, posesiones o derechos particulares,

entendiéndose por este tipo de actos aquellos que en sí

mismos constituyen un fin, con existencia independiente,

cuyos efectos de privación son definitivos y no provisionales o

accesorios, esto es, un acto privativo tiene como finalidad la

privación de un bien material o inmaterial.

En efecto, tratándose de actos privativos, la defensa,

para que sea adecuada y efectiva, debe ser previa, con el fin

de garantizar efectivamente los bienes constitucionalmente

protegidos a través del anículo 14 Constitucional.

Al respecto, resulta aplicable la jurisprudencia P.lJ.

40196 del Tribunal Pleno, visible en la página cinco, Tomo lV,

de la Novena Época, correspondiente al mes de julio de mil

novecientos noventa y seis, del Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguientes:

ACTOS PRIVAT¡VOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y
EFEcros DE LA olsr¡ruc¡óru.

El artículo 14 constitucional establece, en su segundo párrafo que
nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades,
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los triburales
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalicades
esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con
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anterioridad al hecho; en tanto, el artículo 1O de ese mismo
Ordenamiento Supremo determina, en su primer párrafo, que nadie
puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. por
consiguiente, la Constitución Federal distingue y regula de manera
diferente los actos privativos respecto de los actos de molestia, pues
a los primeros, que son aquellos que producen como efecto la
disminución, menoscabo o supresión definitiva de un derécho del
gobernado, los autoriza solamente a través del cumplimiento de
determinados requisitos precisados en el artículo 14, como son, la
existencia de un juicio seguido ante un tribunal previamente
establecido, que cumpla con las formalidades esenciales del
procedimiento y en el que se apliquen las leyes expedidas con
anterioridad al hecho juzgado. En cambio, a los actos de molestia que,
pese a constituir afectación a la esfera jurÍdica del gobernado, no
producen los mismos efectos que los actos privativos, pues sólo
restringen de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto
de proteger determinados bienes jurídicos, los autoriza, según lo
dispuesto por el artículo 16, siempre y cuando preceda mandamiento
escrito girado por una autoridad con competencia legal para ello, en
donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento. Ahora
bien, para dilucidar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un
acto de autoridad impugnado como privativo, es necesario precisar si
verdaderamente lo es y, por ende, requiere del cumplimiento de las
formalidades establecidas por el primero de aquellos numerales, o si
es un acto de molestia y por ello es suficiente el cumplimiento de los
requisitos que el segundo de ellos exige. Para efectuar esa distinción
debe advertirse la finalidad que con el acto se persigue, esto es, si la
privación de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural
perseguida por el acto de autoridad, o bien, si por su propia índole
tiende sólo a una restricción provisional.

Así, la garantía de audiencia previa se cumple,

tratándose de actos privativos provenientes de autoridad

administrativa, cuando se sigue un procedimiento semejante a

un juicio, donde, entre otras cuestiones, se escucha al

justiciable en forma previa al acto de afectación.

Debido a lo anterior resultan fundadas las

manifestaciones de impugnación hecha valer por la parte

actora en el presente asunto, pues en el caso que nos ocupa,

se le privó de un derecho, sin haberse seguido el
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procedimiento establecido en la LSSPEM antes precisado. Lo

cual, como ya se ha dicho, es ilegal.

Al existir una violación formal, es procedente declarar la

ilegalidad del acto impugnado, con fundamento en lo

prevÍsto en la fracción ll del artículo 4 de la

LJUSTICIAADMVAEM, que en sr parte conducente

establece:

Serán causas de nulidad de lcs actos impugnados:

ll. Omisión de los requisitos farmales exigidos por las leyes, siempre
que afecte las defensas del particular y trascienda al sentido de la
resoluc ón impugnada, incluslve la ausencia de fundamentación o
motivación...

En consecuencia, se declara la NULIDAD LISA Y

LLANA del acto impugnado consisterte en la separación del

cargo de la parte actora de fecha 

8. PRETENSIONES

El demandante hizo valer el pago y cumplimiento de diversas

prestaciones:

8.1 La nulidad lisa y llana del cese verbal del que fue

objeto por parte del Coordinador de Sistemas Penitenciarios el

día veintiuno de febrero de dos mil veinte.

La que se ha determinado lo procedente en los párrafos

que preceden.
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8.2 lndemnizaciones y percepciones

a) El pago de la indemnización constitucional a razón

de veinte días por cada año laborado, así como la

indemnización de tres meses de salario por el ilegal cese del

, debiendo tomarse

como base el salario quincenal que percibía a razón de

, y que

salvo error aritmético arroja un total de

b).- El pago de los salarios caídos y/o vencidos que

se generen desde la fecha del cese injustificado, hasta el día

que se dé total cumplimiento resolución condenatoria que se

emita en el presente juicio.

Respecto de la primera pretensión, se estudiará al tenor

de lo siguiente.

Ahora bien, con independencia de que se haya

declarado la nulidad lisa y llana en el presente juicio, de

conformidad con lo que dispone el artículo 123, apartado B,

párrafo segundo de la fracción Xlll de la Constitución Política

de /os Esfados Unidos Mexicanos refiere que, si la autoridad

jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja,

cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue
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injustificada, el Esiado sólo estará obliqado a paqar la

indemnización v demás nrcsfa ctonésaft ue tenata derecho

sin oue en ninqún caso proceda su reincorooración al

servicio. cualouiera oue sea el resultado del iuicio o medio

de defensa oue se hubiere promovido.

De tal forma y, en estricto cumplimiento a lo que dispone

el precepto constitucional antes invocado, este Tribunal en

Pleno, considera procedente el pago de la indemnización, al

haberse declarado la nulidad lisa y llana del acto impugnado

y por existir impedimento constitucional para reincorporarlo al

puesto que venía desempeñando; en tales consideraciones,

tiene derecho a recibir la indemnización a razón de noventa

días de salario y veinte días por año de servicio laborado.

Lo anterior en términos de lo previsto por el artículo 123

Constitucional ya referido y el numeral 69 de la LSSPEM30,

porque no procede la reinstalación o restitución en el cargo de

los elementos policiacos o de seguridad pública, cualquiera

que sea el juicio o medio de defensa para combatir la

separación; de tal suerte que si ésta es injustificada, procederá

la indemnización en términos del siguiente criterio establecido

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la

Jurisprudencia con número de Registro 2013440, Tesis: 2a.lJ.

19g12016 (10a.), en Materia Constitucional, Décima Época,

lnstancia. Segunda Sala, Publicada en el Semanario Judicial

30 Artículo 69,- Los integrantes de las lnstituciones de Seguridad Publica y sus
auxiliares, podrán ser separados de su cargo si no cumplen con los requisitos de las

leyes vigentes, que en el monento de la separación señalen para permanecer en las

lnstituciones, sir que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea eljuicio
o medio de defensa para combatir la separaciÓn, y en su caso, sÓlo procecerá la
indemnización, que será otorgada por un importe de tres meses de salario otorgada por

la resolución jurisdiccional corespondiente."
12
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de la Federación, el día viernes trece de enero de dos mil

diecisiete 10'.14 h. misma que a la letra señala:

SEGURTDAo púelrcA. LA tNDEMNtzActón pREVtsrA EN EL
nnrículo 123, AeARTADo F, rnlcclótt xt¡l, sEGUNDo
PARRAFO, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE
suELDo y DE 20 oils poR cADA año LaeoRADo [ABANDoNo
DE LAS TESIS DE JURISPRUDENGIA 2a.1J.11912011 Y A¡SLADAS
2a. LXIñ201 1, 2a. lXXl201 1 Y 2a. XLV¡/201 3 ( 1 0a. ) (.)1.31

31 SEGUNDA SALA
Amparo directo en revisión 240112015. Armando Hernández Lule. 25 de noviembre de
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., Juan N. Silva Meza, José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez
Dayán. Ponente:José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat
Mendizábal Ferreyro.
Amparo directo en revisión 256412015. Alfonso Maldonado Sánchez. l7 de febrero de
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., Javier Laynez Potisek, José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Francisco Manuel
Rubín de Celis Garza.
Amparo directo en revisión 10612016. Alfredo Gámez Ramírez y/o Alfredo Games
Ramírez, 29 de junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1.,

Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos.
Ponente: Eduardo Medina Mora l. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.
Amparo directo en revisión 5B5B/2015. Maria delCarmen Chavoya Pacheco o María del
Carmen Chaboya Pacheco. 19 de octubre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los
Ministros Eduardo Medina Mora 1., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco
González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán.
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín
de Celis Garza.
Amparo directo en revisión 5860/2015. Pedro de la Cruz de la Cruz. 19 de octubre de
2016. Cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., Javier Laynez Potisek,
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente:
Alberto PérezDayán. Ponente: Alberto PérezDayán; en su ausencia hizo suyo el asunto
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.
Tesis de jurisprudencia 19812016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil dieciséis.
Nota: Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las 10:14 horas en el

Semanario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona elcriterio sostenido
por la propia Sala en la diversaZa.lJ. 11912011, de rubro: "SEGURIDAD PÚBLlCA.
PARA DETERMINAR LOS CONCEPTOS QUE DEBEN INTEGRAR LA
INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN
XIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO
ES APLICABLE, NI AUN SUPLETORIAMENTE, LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.'"
publicada en el Semanario Judicialde la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo
XXXIV, agosto de 2011, página 412, esta última dejó de considerarse de aplicación
obligatoria a partir del lunes 16 de enero de 2017.
Esta tesis abandona los criterios sostenidos por la propia Sala, en las diversas tesis
aisladas 2a. LXIN2011,2a.LXX{2011 y 2a. XLVI/2O'13 (10a.), de rubros: "SEGURIDAD
PÚBLICA. MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTíCULO 123,
APARTADO B, FRACCIÓru XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN
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En una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación abandona el cri:erio contenido en ras tesis
indicadas, al estimar que conforme al artículo 123 apartado B, fracción
Xlll, segundo párrafo, de la constitución Política de los Estados unidos
Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los agentes del
Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones
policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los
Municipios, elderecho al pago de una indemnización en el caso de que,
a través de una resolución emitida por autoridac jurisdiccional
competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de
terminación del servicio de la que fueron objeto resulta injustifiaada;
ello, para no dejarlos en estado de indefensión al existir una prohibición
absoluta de reincorporarlos en el servicio. A.derás, de la propia
normativa constitucioral se advierte la obligación del legislador
secundario de fijar, dentro de las Leyes especiales que se emitan a
nivel federal, estatal, municipal o en el Distrito Federal, los montos o

POLÍTICA DE LOS ESTADOS U\IDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA
RE=ORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE
JUI.]IO fE 2008.'" ''SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEh4NIZACIÓN PREVISTA EN EL
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓru XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA
COI.ISTITUCIÓN POLÍTICA DE LCS ESTADOS UNIDCS MEXICAI{OS, VIGENTE A
PARTI- DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARI3 OFIC AL DE LA FEDERACIÓN
EL '8 DE JUNIO DE 2008, NO COMPRENDE EL CONCEPTO DE 20 DíAS POR AÑO.''
y "SEGURTDAD pÚBLtCA. LA |NDEMN|ZAC|ÓN PREV|STA EN EL ARTíCULO 123,
APARTADO B, FRACCIÓX XIII, SEGUNDO PÁRRA.FO, DE LA CONSTITUCIÓN
PO-ÍTICA DE LOS ESTADOS U\IDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE
JUI,IO DE 2OOB, NO COMPRE\DE EL CONCEPTO DE 12 DIAS POR AÑO.''
publicadas en el Semanario Judicial de la Federacion y su Caceta, Ñou*" Épo"",
TanoXXXIV, agosto de2011, páginas531 y 530, y Décima Écoca, LibroXX, Tomo'1,
mayo ce 2013, página 990, respectivamente.
(.) Las bsis de jurisprudencia Za.lJ. 11912011 y aisladas 2a. LXIñ2111 , 2a. LXX!2011
y 2a. l,LVll2013 (10a.) citadas, arareDen publicadas en el Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV agos:o de 20'1 1, páginas 412,
531 y 530, y en el Semanario Jucicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época,
Libro )J(, Tomc'1, mayc de 2013, página 990, con los rubros y título y subtítulo:
"SEGURIDAD PÚBLICA. PARA DETERMINAR LOS CONCEPTOS QUE DEBEN
INTEGFAR LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTí3ULO 123, APARTADO
B, FRA.CCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLíTCA. DE LOS ESTADOS UNIDOS
ME.{ICANOS, NO ES APLICABLE, NI AUN SUPLETOR AMEI{TE, LA LEY FEDERAL
DEL TRABAJO.'" "SEGURIDAD PÚBLICA. MONTC DE LA INDEMNIZACIÓN
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓru XIII, SEGLINDO
PÁRRAFo, DE LA coNSTITU'IÓN PoLÍTIcA DE LoS ESTADoS UNIDoS
ME}IICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO
OFICIA.L DE LA FEDERACION EL IB DE JUNIO DE 2OOB.'" 'SEGUF.IDAD PÚB-ICA.
LA NDEMNIZA.CIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN
XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓI\ PCLÍTDA DE LOS ESTADOS
UTIIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA P.EFORI/A P[BLICADA EN EL
DIARIO OFICIA.L DE LA FEDERACIÓN EL 1B DE JUNIO DE 2008, NO COMPRENDE
EL CONCEPTO DE 20 DíAS pOR AÑO.' y 'SEGURTDAD pÚBLtCA LA
INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓNJ XIII,
SEGUNDO PÁ.RRAFO, DE LA CONSTITUCION PO-ÍTICA DE LOS ESTP.DOS
UNIIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA F.EFORÍ'/A FUBLICADA EN EL
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIC DE 2008, NO COMPRENDE
EL COI{CEPTO DE 12 DíAS POR AÑO.", respec:ivamente.
Esta tes s se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las '10:14 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de apl¡s¿6¡¿n obligatoria a partir del
lunes 15 de enero de 2017 , para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
Gereral Plenario 1912013.
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mecanismos de delimitación de aquellos que, por concepto de
indemnización, corresponden a los servidores públicos ante una
terminación injustificada del servicio. Ahora bien, el derecho
indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la
Constitución Federal, pues el espíritu del Legislador Constituyente, al
incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue
reconocer a los servidores públ¡cos garantías mínimas dentro del cargo
o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza
jurídica de la relación que mediaba entre el Estado -en cualquiera de
sus niveles- y elservidor; portanto, si dentro de la aludida fracción Xlll
se establece el derecho de recibir una indemnización en caso de
que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de
terminación del servicio fuere injustificada y, por su parte, en las
Leyes especiales no se prevén los mecanismos suficientes para fijar el
monto de ese concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a lo
dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino
también al diverso apartado A, ambos del citado precepto
constitucional; en esa tesitura, a fin de determinar el monto
indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio
Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales, debe
recurrirse a la fracción XXll del apartado A, que consigna la misma
razónjurídica que configura y da contenido a la diversa fracción Xlll del
apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios
ocasionados por el patrón particular o el Estado ante la separación
injustificada y sea la Ley o, en su caso, la propia Constitución, la que
establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. Bajo esas
consideraciones, es menester precisar que la hipótesis normativa del
artículo 123, apartado A, fracción XXll, que señala que "la Ley
determinará los casos en que el patrono podrá ser eximido de la
obligación de cumplir el contrato, mediante el pago de una
indemnización", deja la delimitación del monto que por concepto de
indemnización deberá cubrirse al trabajador a la Ley reglamentaria,
constituyéndose en el parámetro mínimo que el patrón pagará por el
despido injustificado y, más aún, cuando se le libera de la obligación
de reinstalar al trabajador al puesto que venía desempeñando; por
tanto, si la Ley reglamentaria del multicitado apartado A, esto es, la Ley
Federal del Trabajo, respeta como mínimo constitucional garantizado
para efectos de la indemnización, el contenido en la fracción XXll del
apartado A en su generalidad, empero, prevé el pago adicional de
ciertas prestaciones bajo las circunstancias especiales de que es la
propia norma quien releva al patrón de la obligación de reinstalación -
cumplimiento fozoso del contrato- aun cuando el despido sea
injustificado, se concluye que, a efecto de determinar el monto que
corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional
de excepción contenido en el articulo 123, apartado B, fracción Xlll,
segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo,
el monto establecido en el diverso apartado A, fracción XXll, y los
parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir que
fuese la normatividad secundaria la que los delimitara. En
consecuencia, la indemnización engloba el pago de 3 rneses de
salario y 20 días por cada año de servicio, sin que se excluya la
posibilidad de que dentro de algún ordenamiento legal o administrativo
a nivelfederal, estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas
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que prevean expresamente un monto por ¡ndemnización en estcs
casos, que como mínimo sea el anteriormente señalado, pues en tales
casos será innecesario acudir a la constitución, sino que la autoridad
aplicará directamente lo dispuesto en esos ordenamientos."

(Lo resaltado es propio de este Tribunal)

8.3 Normas apl¡cables

Por otra parte, se prec¡sa que, aquellas prestaciones

que resulten procedentes se calcularán con fundamento en lo

dispuesto por la LSEGSOCSPEM, LSSPEM y LSERCIVILEM,

porque hayan sido reclamadas, pero además con sustento en

lo dispuesto por la LSSPEM, que en su artículo 105 que

establece:

Artículo 105.- Las lnstituciones de Seguridad Pública deberán
garantizar, al menos las prestaciones previstas como mínimas
para los trabajadores alservicio del Estado de Morelos y generarán
de acuerdo a sus necesicades y con cargo a sus presupuestos, una
normatividad de régimen complementario de seguridad social '!
reconocimientos, de conformidad con lo previsto en el artículo 123,
apartado B, fracción Xlll, tercer párrafo, de la Constitución General.
Las controversias que se generen con motivo de las prestaciones de
seguridad social serán competencia del Tribunal Contencioso
Administrativo.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Como se desprende del precepto anterior, los miembros

de instituciones de seguridad pública tendrán derecho al

mencs a las prestaciones previstas como mínimas para los

trabajadores al serv¡cio del Estado de Morelos; en esa tesitura,

la ley que así las establece es la LSERCIVILEM, pues en su

artíc-rlo primero dispone:

Artículo 1.- La presente Ley es de observancia general y obligatoria
para el Gobierno Estataly los Municipios del Estado de Morelos y tiene
por objeto determinar los derechos y obligaciones de los
trabajadores a su servicio...

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)
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Por otra parte, se precisa que la carga probatoria de las

excepciones de pago o de prescripción de las prestaciones,

corresponde a las autoridades demandadas, de conformidad

al párrafo segundo del aftículo 386 der cpRoclvlLEM3, de

aplicación supletoria a la LJUSTICIAADMVAM en base a su

artÍculo 733, por tratarse de cumplimientos a su cargo y, de

haberse colmado, a éstas les favorece acreditarlo.

8.4 Condiciones de la relación administrativa

Para poder determinar la cuantía de cuarquiera de las

prestaciones que resulten procedentes, resulta indispensable

conocer las condiciones bajo las cuales se rigió, así como la

fecha de su terminación; lo que se determinará en el presente

capitulo.

En relación a la fecha de la terminación de la reración

administrativa, como quedó establecido en párrafos anteriores

con la prueba es la del

Asimismo, tocante a la fecha de ingreso la parte actora

manifestó que con fecha 

32 ARTICULO 386.- Carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba de
los hechos constitutivos de sus pretensiones. Así, la parte que afirme tendrá la carga de
la prueba, de sus respectivas proposiciones de hecho, y los hechos sobre los que el
adversario tenga a su favor una presunción legal.
En casos de duda respecto a la atribución de la carga de la prueba,

u
proporcionarla; o, si esto no pudiere determinarse por el Juez, correéponderá a quien
sea favorable el efecto iurídico del hecho oue deba orobarse.
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, ingresó a laborar al Sistema Penitenciario del

Estado de Morelos, con una percepción quincenal de

to

Por otra parte, la autoridad demandada, refirió que, la

alta formal en el Gobierno del Estado de Morelos del actor, fue

a partir de la

5.

En autos obra el expediente laboral del demandante, en

donde consta:

La documental consistente en copia certificada del

Oficio , de fecha

diecinueve de septiembre de dos mil diecinueve, de

donde se aprecia que la fecha de ingreso del actor fue

el 6

La impresión del Comprobante para el Empleado, por la

, a nombre

del actor, de donde se colige que obtenía una

percepción de 

."

Quedando de la siguiente manera las condiciones de la

relación administrativa para el cálculo las prestaciones:

34 Fojas 57 del presente asunto.
35 Fojas 89 del presente compendio.
:6 Cu'adernillo de Datos Personales, a fojas 21 del primero compendio de copias

certificadas.
:7 Cuadernillo de Datos Personales, ubicada en el primer compendio de impresiÓn de

CFDI.
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Fecha de terminación de la relación administrativa

Ultima percepción diaria

Ultima percepción quincenal

Ultima percepción mensual

Fecha de ingreso

CONCEPTO DATOS

Atendiendo a lo anterior, este Tribunal declara

procedente el pago por concepto de indemnizac¡ón

resarc¡toria por el importe de tres meses de salario más

ve¡nte días por año, pof el periodo que comprende del día

 fecha de ingreso

de la parte actora, al

fecha en que se efectuó la remoción del cargo. Generando la

cantidad de 

 como se desprende de la

siguiente operación:

3 meses de salario
mensual bruto

Cantidad

Para obtener el proporcional diario de por año,

se dividió  entre 365 (días del año) y obtenemos

el factor  como indemnización diaria.

El período proporcional por lo que respecta a los días

laborados del 

fecha de ingreso de la parte actora, al

 hacen un total de 
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laborados, como se desprende de la siguiente

sumatoria

DIASM SAÑOSPERIODO

TOTAL
EN DIAS

SUMATORIA
TOTAL EN D¡AS

Por  (proporcional diario de indemnización)

por el salario a razón de
 cantidad que salvo

error u omisión aritmética involuntaria asciende a 

Cantidad a cuyo pago se condena a la autoridad

demandada.

b). - El pago de los salarios caídos y/o vencidos que

se generen desde la fecha del cese injustificado, hasta el día

que se dé total cumplimiento resolución condenatoria que se

emita en el presente juicio.

Al haberse declarado la nulidad lisa y llana del presente

juicio y, considerando que la nulidad de un acto tiene por

objeto la restitución en el goce de los derechos que hubiesen

sido conculcados, con fundamento en el artículo 89, segundo

párrafo de la LJUSTICIAADMVAEM que textualmente

dispone:
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Artículo 89.

De ser el caso deberán declarar la nulidad que dejará sin efecto el acto
impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a

otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren
sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que

establezca la sentencia.

Se debe restituir a la parte actora en el goce de los

derechos que se le hubieran afectado o desconocido con el

acto impugnado que ha sido declarado nulo, pues el efecto

de esta eS volver las cosas al estado en que Se encontraban

antes de emitirse el acto.

En consecuencia, es procedente el pago de la

remuneración ordinaria diaria, que el actor solicita desde el

cese ilegal ocurr¡do el veintiuno de febrero de dos mil veinte,

hasta que se realice el pago correspondiente.

Lo anterior con sustento en la jurisprudencia bajo el rubro

y texto siguiente:

ELEMENTOS DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE

MORELOS. PARA CUANTIFICAR EL PAGO DE LOS SALARIOS
cAiDOS O DE LA RETR¡BUCIÓN O REMUNERACIÓN DARIA
ORDINARIA ANTE LA SEPARACIÓN, REMOCIÓN, CESE O BAJA
INJUSTIFICADA DE AQUÉLLOS, DEBE APLICARSE LA
JURISPRUDENCIA 2a.1J.11012012 (10a'), DE LA SEGUNDA SALA
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION.38

Conforme al artículo 123, apartado B, fracción Xlll, segundo párrafo,

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los

agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las

instituciones policiales de la Federación, de las entidades federativas y
de los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen

38 Epoca: Décima Época; Registro: 2013686; lnstancia: Plenos de Circuito; Tipo de

Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Sernanario Judicial de la Federación; Libro

39, Febrero-de2Q17, Tomo ll; Materia(s): Constitucional, Común; Tesis: PC.XVIll.P.A.

J/3 A (10a.); Página . 1124.
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con los requisitos que las leyes vigentes, en el momento del acto,
señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por
incurrir en responsabilidad en er desempeño de sus funciones; y que si
la autoridad jurisdiccionar resolviere que la separación, remoción, baja,
cese o cualquier otra forma de terminación delservicio fue injustifi"rá^,
el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnizacióÁ y demás
prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda
su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado deljuicio
o medio de defensa que se hubiere promovido. Al respecto, dé una
interpretación de los artículos 69 y 105 de la Ley dél s¡stema de
seguridad Pública del Estado de Morelos, pudiera concluirse que debe
aplicarse el diverso 45, fracción XlV, oe ii Ley del servicio civil de la
entidad, el cual limita el pago por concepto de salarios caídos a 6
meses con motivo de la separación injustificada de un trabajador al
servicio del Estado -disposición que fue declarada constituc¡onál pcr la
segunda sala en la jurisprud encia 2a.lJ. 1g¡12014 (10a.)-; sin embargo,
considerando que la legislación especial aplicable (Ley'del sistema de
seguridad Pública der Estado de Morelos), no es sui¡cilnte niarmónica
con la constitución y con los criterios jurisprudenciales que la
interpretan, y con la finalidad de no realizár una interpretación que
pudiera resultar restrictiva de derechos reconocidos por la Ley
suprema, se concluye que para cuantificar el pago de los salarios
caídos y de la retribución o remuneración diariJ ordinaria de los
elementos de seguridad pública del Estado de Morelos, resulta
aplicable el criterio contenido en la jurisprudencia 2a.lJ. 11012012
(10a )de la segunda sala delAlto Tribunal, en la cual se sostiene queel enunciado "y demás prestaciones a que tenga derechó,,,
co¡tenido en el precepto constitucional aludido, vigente- a partir de la
rgforma publicada en er Diario oficial de la Federa'"¡ón el 1g de junio
de 2008, forma parte de la obligación t".rr.itoilil'r-staoo y debe
interpretarse como el deber de pagar la remuneración diariaordinaria, así como ros beneficios, recompensas, estipendios,
asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvehciores,
haberes, dietas, compensaciones o cuarquier otro concepto que
percibía eltrabajador por la prestación de sus servicios, desde que seconcretó su separación, remoción, baja, cese o cuarquier otraforma de terminación injustificada der servicio v ¡a"t" o* ""reali.ce-el pqqo corregpondiente: criterio que fue córróooraooloffi
propia segunda sala al resolver, en sesión de 16 de marzo de 2016, el
amparo directo en revisión s42g/2015. por tanto, mientras no se emita
la normativa local que reglamente el tema tratado, el referido criteriojurisprudencial continuará siendo apticable.

Procediendo a cuantificar el tiempo trascurrido desde el

, al
 por el momento.

DÍasQuincenas
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Total de quincenas

s

Y al realizar la operación aritmética multiplicando el

salario quincenal por el total de las quincenas del per¡odo

transcurrido asciende a los días por el salario diario, salvo error

u omisión a la cantidad de

 resultado de la siguiente operaciÓn:

Total

Remuneración quincenal (salarios caídos
cuantificados x quincena) l

Cabe menc¡onar que la demandada para dar

cumplimiento, deberán actualizar el monto que resulta en la

cantidad por concepto de remuneración ordinaria diaria dejada

de percibir hasta le fecha en que real¡ce el pago

correspondiente, en términos del criterio jurisprudencial bajo el

número de registro 2013686, previamente transcrito.

3e Se cuantifican diez dias, porque los pagos eran quincenales, por tanto, se toma en

cuenta como sifebrero hubiera tenido 30 días.
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8.4 Emolumentos devengados

La actora los reclama de su reración la última quincena

laborada.

De ahí que, si fue separada el 

 se consid erarael periodo de

. Lo cual asciende a la cantídad
de .) at

quedar con antelación razonado como se determinó la
percepción quincenal que obtenía; sin embargo, atendiendo la
suplencia de la queja, también se cuantificará el periodo del
dieciséis al veinte de febrero de dos mil veinte; que por obvias
razones tampoco le fue pagado y del dieciséis al treinta y uno
de enero de dos mil veinte, al no acreditarse su pago; dan,co el
resuttado de

, como se aprecia de la
siguiente tabla:

TOTALPeriodo OPERACI N

Total

Quedando la demandada condenada a cubrir ese
monto.

8.5 Prima de Antigüedad
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La parte actora requiere de esta prestación

cuantificable hasta el momento en que la demandada de

cumplimiento total a la sentencia.

Es procedente el pago de la prima de antigüedad, en

términos de lo dispuesto por el artículo 4640 de la

LSERCIVILEM.

De ese precepto se desprende que la prima de

antigüedad se pagará por cada año de servicios a los

trabajadores que se separen voluntariamente de su empleo, a

los que se separen por causa justificada y a los que sean

separados de su trabajo independientemente de lo justificado

o injustificado de la terminación de los efectos del

nombramiento.

Esta prestación surge con motivo de los servicios

prestados desde su ingreso hasta la fecha en que fue separada

de forma justificada o injustificada. En este caso del 

a0 Artículo 46.- Los trabajadores sujetos a la presente Ley, tienen derecho a una prima
de antigüedad, de conformidad con las normas siguientes:
l.- La prima de antigüedad consistirá en el importe de doce días de salario por
cada año de servicios;
ll.- La cantidad que se tome como base para el pago de la prima de antigüedad no
podrá ser inferior al salario mÍnimo, si el salario que percibe el trabajador excede del
doble del salario mínimo, se considerará ésta cantidad como salario máximo;
lll.- La prima de antigüedad se pagará a los trabajadores que se separen
voluntariamente de su empleo, siempre que hayan cumplido quince años de servicios
por lo menos. Asimismo, se pagará a los que se separen por causa justificada y a
los que sean separados de su trabajo independientemente de la justificación o
injustificación de la terminación de los efectos del nombramiento; y
lV.- En caso de muerte del trabajador, cualquiera que sea su antigüedad, la prima que
corresponda se pagará a las personas que dependían económicamente del trabajador
fallecido.

-i >)
'P>
ts
\) a,)

RO\(

='5sñ

^.U:J\.tf s
gi$

<' 'r

Ar :-

55



al

Para el cálculc del pago de la prima de antigüeCac a

'azón de doce días de salario, se debe de hacer en términos

de la fracción ll del artículo 46 de la LSERCIVILEM antes

referenciado; es decir, atendiendo a que la percepción dia-ia

de la parte actora que asciende a 

es decir, rebasa el doble del salario mínimo der año dcs

mil veinte. año en el cual se terminó la relación con la parte

actora, que entonces era de

 por tanto, el cálculo debe hacerse

conforme al doble del salario mínimo, que asciende a 

sirve de orientación el siguiente criterio jurisprudencial:

PRIMA DE ANTIGÜCOAO. SU MONTO DEBE DETERMINARSE CON
BASE EN EL sALARto euE pERcleíe EL TRABAJADoR A.L
rÉRultto DE LA nelRc¡óru LABoRAL42.

En atención a que la prima de antigüedad es una prestación taboal
que tiene como presupuesto la terminación de la relación de trabajo y
elderecho a su otorgamiento nace una vez que ha concluido elvínóuló
laboral, en términos de los artículos 162, frac¿ión ll, 4g5 y 4g6 de ra

l^- _lllqs:llwww.gob.mx/conasamiiarticulos/historico-aumento-del-salario-minimo-para-
2o21?idion=es#:-:Iext=Aumentc.9620no%20observado%20en %2Oto/oC3oAAgrminós%
21realeso/o20desde%201975.&text=El%20Salario%2}M%C3%ADnimo% Z}Generalo/oz
Jlr acional, 1 85.56%20pesas%2Opo r%2}jornadao/o2}diana.
a? Contradicción de tesis 353/23'0. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiad,:s>rimero del Décimc Octavo Circuito, Tercero en Materia de Trabajo del primer Circuito,
Séptimo en Materia de Trabajo del Primer Circito, el entonces Tribunal Colegiado en
M¡teria de Trabajc Jel Tercer Circuito, actual Primero en lvlat=ria de Trabajo détT"ro",
Circuito, elertonces Segurdo TribunalColegiado del Quinto Circuito, actuál primero en
Materias Civil y de Trabajo del Suinto Circuito, el Quinto en Materia de Trabajo cál
Primer Circuitc y el entonces Tribunal Colegiado del Décimo euinto Circuito, áctual
Primero del Décimo Quinto Circuito. 16 de-febrero de 2011. Cinco votos. ponente:
p3fgio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Amalia Tecona Silva. Tesis dejurisprudencia 481201'1. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesion
pri'rada del dos de marzo de dos mil once. Ñovena Época. Registro: 162319.lnstancia:
Sa3unda Sala- Jurisprudencie. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta. xxxlll, Abrilde 2011, Materia(s): Laboratresis: 2a/J.48t201.1 página: ála
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Ley FederaldelTrabajo, su monto debe determinarse con base en el
salario que percibía el trabajador alterminar la relación laboral por
renuncia, muerte, incapacidad o jubilación, cuyo límite superior será el
doble del salario mínimo general o profesional vigente en esa fecha.

(El énfasis es de este Tribunal)

Como ya se ha dicho, resulta procedente el pago de la

prima de antigüedad a paftir del

 es

decir, por el tiempo que duró la relación administrativa, 

 como quedÓ establecido en el apartado donde

se determinó la indemnización del pago de veinte días por año.

Lo cual da un total de 

Primero, se obtiene el proporcional diario de prima de

antigüedad para lo cual se divide 12 (días de prima de

antigüedad al año) entre 365 (días al año) de lo que resulta el

valor  (se utilizan 6 posiciones decimales a fin de

obtener la mayor precisión posible en las operaciones

aritméticas).

Acto seguido, se multiplica la remuneraciÓn del actor a

razón de

, por  (periodo proporcional) por

 (proporcional diario de prima de antigüedad

equivalente a 12 días por año).

Cantidad que, salvo error u omisión involuntario

asciende a 
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que deberá cubrir la autoridad responsable y que deriva de las
sig u ientes operaciones:

TOTALOPE RACION

8.7 Despensa Familiar

El actor reclamó el pago de la despensa familiar
mersual, por todo el tiempo de servicios y hasta que se realice
el pago correspondiente que se condene en la presente

sentencia.

La demandada contestó que esta reclamación era
improcedente porque le fue cubierta en tiempo y forma; en
virtud que, de los recibos de nómina de los periodos del uno
de marzo de dos mil diecinueve al quince de enero del dos mil
veinte, se observa el apartado de percepciones el concepto de
"despensa", esto de manera quincenal, sin que el demandante
impugnara las pruebas; de ahí que se le otorga valor probatorio
para tenerse por cubierto por ese periodo la prestación que se
reclama.

sin que haya rugar a emitir condena, porque como se
desp'.ende al momento en que se constriñó al pago de los
emolumentos dejados de percibir y de los devengados en los
apartados anteriores, se tomó en cuenta el total de las
conceptos que lo integraban entre ellos la prestación en
estudio, de lo contrario se estaría emÍtiendo una doble
condena, lo cual resulta contrario a la ley.
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Cabe destacar que la demandada no opuso la

prescripción.

Es entonces que único periodo a condenar es del

, por

no demostrarse su pago.

Con esas probanzas que aluden, solo se demuestra el

pago por los periodos que amparan, más no por el resto de

tiempo reclamado.

La despensa familiar, está concedida a los elementos

de seguridad en términos del artículo 4as fracción lll y 28aa de

la LSEGSOCSPEM.

Es entonces que lo procedente es condenar a la

autoridad demandada al pago de esta prestación, pero solo

por el periodo del

 ascendiendo al monto de 

 como se colige de

la siguiente tabla:

a3 Artículo 4.- A los sujetos de la presente Ley, en términos de la misma, se les
otorgarán las siguientes prestaciones:

lll.- Recibir en especie una despensa o ayuda económica por ese concepto;

aa Artículo 28. Todos los sujetos de la Ley tienen derecho a disfrutar de una despensa
familiar mensual, cuyo monto nunca será menor a siete días de Salario Mínimo General
Vigente en la Entidad.
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TOTAL

8.8 Aguinaldo, Vacaciones y Prima vacacional

El demandante reclama el pago de aguinaldo, por todo
el tiempo de servicios prestados, así como desde ra fecha

de baja, más lo que se genere hasta la solución der presente

asunto.

Asimismo, reclama vacaciones y prima vacacional

correspondiente al segundo periodo de dos mil diecinueve
y proporcional al primer periodo del dos mil veinte.

La autoridad demandada contestó que eran

improcedentes porque el actor las gozó y se le pagó en tiempo
y forma. sin que opusiera la excepción de prescripción en

ninguno de los reclamos.

Ahora bien, de autos se aprecia que el aguinaldo del

año de dos mil diecinueve sí fue cubierto al hoy actor, con las

siguientes pruebasa6, anteriormente valoradas:

5. LA DOCUMENTAL PÚBLICA. CONSiSICNtC CN EI

oficio suscrito y

firmado por el entonces Director General de Recursos

Humanos de fecha trece de mayo de dos mil veintíuno,

a través del cual remite copias en original con sello

a5 Para obtener este monto el monto mensual se dividió entre dos, al ser una quincena
lo que se adeudaba al actor.
ao lntegradas al Cuadernillo de Datos personales.
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fiscal, los cuales son una representación impresa de un

comprobante fiscal digital por internet (CFDI) de la
primer quincena de marzo de dos mil diecinueve a la

primer quincena de enero de dos mil veinte.

De las que se despenden los comprobantes para

empleado a nombre del actor, con fechas de pago del quince

de noviembre de dos mil diecinueve; trece de diciembre de dos

mil diecinueve y quince de enero de dos mil veinte, donde se

visualizan como conceptos de percepción "AGIJINALD)".

Entonces el periodo de condena será del primero de

enero de dos mil veinte al treinta de septiembre de dos mil

veinticuatro, quedando a salvo los que se sigan generando

hasta que se realice el pago correspondiente.

Para la obtención del monto anual, se debe multiplicar

el salario diario de 

, por noventa días de pago que

asciende a la cantidad de 

, por cada

año, del dos mil veinte al dos mil veinticuatro, este último por

la parte proporcional; ascendiendo a la cantidad de

como se aprecia

de la siguiente operación aritmética, salvo error de cálculo

involuntario:
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Total

Para la obtención der año dos mil veinticuatro, el monto
de

 se dividió entre 12 meses del
año y el resultado fue

 mismo que se multiplicó por g meses,
de enero a septiembre de dos mil veinticuatro.

Respecto a las vacaciones y prima vacacional, como
se colige del acervo probatorio que consta en autos, no existe
alguna que demuestre el disfrute o pago de las vacaciones;
caso contrario ocurre con la prima vacacional, que se
encuentra cubierta por cuanto al periodo de dos mil diecinueve.

De las vacaciones y prima vacacionar, er derecho a
su goce y cobro, se encuentra previsto en los artículos 33 y 34
de la LSERclvlLEM4z que establece dos períodos anuales de
vacaciones de diez días hábiles cada uno y el 2s% sobre las
percepciones que correspondan.

a7 Artículo 33'- Los .trabajadores que tengan más de seis meses de servicios in-interrumpidos disfrutarán de bos períodos 
"Áráte. 

oe vacacioü áe o¡ez días hábites cadauno, en las fechas 
"n..qrg.se.señaren 

para ese efecto, p"ro 
"n 

todo caso se dejaránguardias para la tramitación de los asuntos urgentes, para las que se utilizarán depreferencia los servicios de quienes no tienen oerelno a vác"cionés.
Artículo 34'- Los trabajadores tienen derecho a una prima nó *ánor. del veinticinco porciento sobre los salarios que les correspondan durante et periooo vacacional.
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Como se ha venido enfatizando, la demandada,

respecto a las prestaciones manifestó que se encontraban

cubiertas en tiempo y forma; sin que opusiera la excepción de

prescripción en ninguno de los reclamos.

Ahora bien, de autos no se aprecia que las vacaciones

del segundo periodo vacacional del año dos mil diecinueve

fueron gozadas por la parte actora.

Los periodos de condena serán aquellos que hayan

transcurrido desde el 

los , hasta el

ya que el primer periodo

del dos mil diecinueve aún no tenía el tiempo de seis meses

para gozarlo; dando un total de periodos completos y el

proporcional de

que dan un resultado respecto a este

último de 

Para la obtención de los diez días por periodo, se debe

multiplicar el salario diario de

, por diez días de

pago que asciende a la cantidad de 

Primero se obtiene el proporcional diario de vacaciones

para lo cual se divide 20 (días de vacaciones al año) entre 365

(días al año) de lo que resulta el valor (se utilizan 6
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posiciones decimales a fin de obtener la mayor precisión
posible en las operaciones aritméticas).

Para conocer el número de dias de vacaciones, se
multiplica el periodo de condena ías, por el proporcional

diario de vacaciones  dando como resultado
días de vacaciones, y este numeral se multiplica por el salario
diario de

; dando ta cantidad de

 que
deberá cubrirse a la parte actora por dicho periodo, ello con
base a las siguientes operaciones aritméticas:

Para conocer er totat de ros nueve periodos
adeudados, se multiplicarán por diez días de vacaciones,
dando un resurtado de noventa, los que se multíplicarán por
percepción diaria de 

; obteniendo ra cantidad de

' como se observa de ra siguiente
operación

La suma de ambas cantidades da 

 como se visuariza acontinuación:

Vacaciones
Total

Vacac¡onGs--
Total
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Total
Vacaciones

Respecto a la prima vacacional por todo el tiempo de

servicios prestados se demostró el pago del segundo periodo

de dos mil diecinueve con el Comprobante para empleado del

periodo comprendido del uno al treinta y diciembre de dos mil

diecinueve.

Para ello debemos primero conocer el total en pesos de

las vacaciones, solo para los efectos de poder calcular el25%

de esa cantidad.

Los periodos de condena serán aquellos que hayan

transcurrido desde los dos periodos del año dos mil veinte,

hasta el treinta de septiembre de dos mil veinticuatro;

dando un total de ocho periodos completos y el proporcional

del primero de enero al treinta de septiembre de dos mil

veinticuatro, que dan un resultado respecto a este último de

Para la obtención de los diez días por periodo, se debe

multiplicar el salario diario de 

 por diez días de

pago que asciende a la cantidad de

Primero se obtiene el proporcional diario de vacaciones

para lo cual se divide 20 (días de vacaciones al año) entre 365

(días al año) de lo que resulta el valor (se utilizan 6
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posic¡ones decimales a fln de obtener la mayor precisión
posible en las operaciones aritméticas).

Para conocer el número de días de vacaciones, se
nnultiplica el periodo de condena días, por el proporcional

ciario de vacaciones , dando como resultado
días de vacaciones, y este numeral se multiplica por el salar;o
diario de

; dando ta cantidad de

 que
deberá cubrirse a la parüe actora por dicho periodo, ello con
base a las siguientes operaciones aritméticas:

Para conocer el total de los ocho periodos adeudados,
se multiplícarán por diez días de vacaciones, dando un
resultado de ochenta, los que se multíplicarán por percepción
diaria de

 obteniendo la cantidad de 

); como se observa de ra siguiente
operación:

La suma de ambas cantidades d

como se visuariza acontÍnuación:

Vacaciones
Total

acionesVac
Total
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Total
Vacaciones

Para obtener la Prima Vacacional respecto a la

cantidad antes señalada se le calcula el proporcional del25%

dando como resultado la cantidad de 

 como resultado de la

siguiente operación.

Cabe mencionar que la demandada, para dar

cumplimiento, deberá actualizar el monto por concepto de

aguinaldo, vacaciones y prima vacacional hasta la fecha en

que realicen el pago correspondiente, en términos del criterio

jurisprudencial bajo el número de registro 2013686, invocado

en el cuerpo de la presente sentencia.

8.9 Seguridad Social

La actora reclama la exhibición de constancias de

afiliación ante alguna lnstitución de seguridad social o en su

defecto, el pago de todas las aportaciones antes dichas

instituciones, desde el dieciséis de febrero de dos mil

diecinueve (fecha de ingreso), hasta la fecha en que la

autoridad dé cumplimiento a la sentencia.
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La autoridad demandada contestó, que resulta
mprocedente, porque el servicio del lnstituto Mexicano del

seguro social siempre se re brindó, tan es así que gozó del

serv icio médico correspondiente.

En el expediente que se resuelve constan las siguientes
documentales:

'/ comprobantes Fiscales Digitales por lnternet,

desde la primera quincena de marzo de dos mil

diecinueve hasta la primera quincena de enero de dos
mil veintea8, ? nombre de la parte actora, de donde se
advierte dentro del rubro de "Deducciones", bajo el
número 069, el concepto de ,,CUOTA AL |MSS,,, por
diversas cantidades.

'/ copia certÍficada der reporte individual
movimientos de lncidencias de la base de datos del
sistema único de Autodeter-minación (suA)
correspondiente al pago de las cuotas pagadas ante el
lnstituto Mexicano del Seguro social, a nombre del
actor, de donde se adviefte su alta desde el dieciséis de
enero de dos mil diecinueve.

'/ copia certificada der Expediente personar der
demandante, de donde se desprende corren agregadas
diversos certificados de lncapacidad remporal para el

a8 Ouadernillo de Datos personales
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Trabajo, expedidas por el lnstituto Mexicano del Seguro

Social a favor de la parte actora.

Pruebas previamente valoradas y que en conjunto se

concluye que, la actora si disfrutó de la seguridad social por

parte de la lnstitución citada; prestación que solo es coercible

hasta la fecha de la separación.

8.10lnstituto de Crédito para los Trabajadores del

Gobierno del Estado de Morelos

La actora reclama la exhibición de constancias que

acrediten el pago de las cuotas obrero patronales ante dicho

ente, desde la fecha de ingreso a la relación administrativa

hasta el momento en que la demandada dé cumplimiento a la

sentencia que se dicte en autos.

Al respecto, la autoridad demandada contestó que,

resulta improcedente esta prestación en razón de que dicho

actor gozó de tal beneficio que se proporcionaba a los

trabajadores al servicio del Estado, lo que se acredita con los

comprobantes fiscales digitales que anexa como prueba, ya

que de estos se desprende incluso el accionar del actor por

concepto de préstamo quirografario y crédito especial básico.

El derecho al pago de aportaciones ante el lnstituto de

Crédito para los Trabajadores al Servicio del Gobierno del

Estado, se encuentra tutelado por los artículos 4 fracción ll, 5

antes referenciado y 27 de la LSEGSOCSPEM; por tanto, su
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cumplimiento resulta una obrigación para la autoridad

Artículo 4.- A los sujetos de ra presente Ley, en términos de la misma,
se les otorgarán las siguientes prestaciones:

ii.- f l ,"""so a créditos para obtener vivienda;

Artículo 27. Los sujebs de la Ley podrán disfrutar de los servicios que
brinda el lnstituto de crédito para los Trabajadores al se;icí; l;l
Gobierno del Estado, qur_en otorgar:á todas las iacilidades y pronoverá
con las lnstituciones obligadas fos convenios de lncorporación
necesarios , para que puedan acceder efectivamente a los beneficios que
otorga.

La autoridad demandada, argumentó además que,
eorresponde al propio lnstituto de crédito expedir las
ccnstancias de las cuotas o aportaciones según sea el caso,
de conformidad con er numeral 354e del Reglamento de la Ley
del lnstituto de crédito para los Trabajadores at servicio del
Gobierno det Estado de Morelos.

En efecto de ros comprobantes para er Empreado, a
nombre del actor que obran en autos, se desprende que el
actor gozó de préstamos y de préstamos quirografarios,
además de haber estado cotizando para dicho rnstituto.

De ahí que resurte improcedente se re condene a ra
exhibición de las constancias de las aportaciones (las
acortaciones son las que estaba obligado a enterar el ente

ae Artículo 35' El trabajador o pensionista acreditará sus pagos mediante la exhibiciónle los comprobantes respectivbs, tales como las constanciaé Je descuento expedidasror la unidad Adminis,trat,:," q9l ente obligado y facuttádo ó"Ái"refecto, tos recibos depago por caja cubiertos al lnstituto y los clompiobantu. ¡"i;;;fectuados a través delos. mecanismos implantados por el'mismo.
El lrstituto, cuando se lo requieran los afiliados, o jurisdiccionalmente las autoridades:orrpetentes, expedirá las constancias de las cuotas o aportaciones según sea el caso,las cuales deberán conte.ner tos oatos que al efecto'se estáblezcan. AsimismD esfacu tad exclusiva del lnstituto formular áüoor de cuenta que determinen los saldos.
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público)sO respecto de la actora, enteradas al lnstituto de

Crédito de los Trabajadores del Estado de Morelos

(TCTSGEM)

Quedando intocado el derecho de la parte actora, para

que por sus medios solicite las referidas constancias al

lnstituto de Crédito para los trabajadores al Servicio del

Gobierno del Estado de Morelos.

8.9 Constancia Laboral

La demandante solicita le sea entregada una

constancia laboral y/o hoja de servicios, donde se le reconozca

como fecha de ingreso el dieciséis de febrero del año dos mil

diecinueve, y como fecha de la terminación laboral

administrativa cuándo se dé cumplimiento a la sentencia.

Por cuanto a esta pretensión, la autoridad demandada

refiere que, la fecha de ingreso no corresponde con lo

solicitado; asimismo, que desde enero de dos mil veinte el

actor ya no guarda ninguna relación administrativa con la

demandada, por lo cual, no es dable expedir la constancia

respectiva, además que de conformidad con lo dispuesto por

uo L"y del lnstituto de Crédito para los Trabajadores al Servicio del Gobierno del
Estado de Morelos
Artículo *3. Para efectos de la presente Ley se entenderá por:

Xll. Ente obligado, al ente institucional incorporado conforme lo establece el artículo 25
de la presente Ley, y obligado a enterar las aportaciones, así como a retener a los
afiliados las cuotas y los pagos de las amortizaciones respecto de los créditos
otorgados, enterando dichos conceptos para que el afiliado reciba los beneficios que el
lnstituto otorga,
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el articulo 11 del Reglanento lnterior de ta secretaría de
Administración, la facultad de expedir dichas constancias

corresponde a la Dirección de Recursos Humanos del

Gobierno del Estado de Mcrelos.

Este Tribunal actuando en pleno, determina que son
procedentes se expidan las constancias solicitadas, en virtud
de tener sustento en el artículo 1s, fracclón l, inciso b)51 de la
LSEGSOGSPEM, de donde se desprende el derecho de la
parte actora a su obtencrón; en ese tenor, se condena a la
demandada a la entrega de la Hoja de servicios, la que deberá
ser exhibida ante esta autoridad y expedida por la autoridad
competente en términos del precepto legal antes indicado.

En la inteligencia que la Hoja de servicios deberá cubrir
únicamente el per.iodo comprendido del dieciséis de febrero
del dos mil diecinueve ar veintiuno de febrero der dos mir
veinte, debiendo contener su salario; sin que sea procedente
se abarque el periodo que dure el presente juicio, porque como
quedó diseftado con anticipación, a partir de la separación de
la actora, no exÍste un tienpo laborado, independientemente
de lo injustificado de su separación.

51 Artículo 15'- Para solicitar las pensiones referidas en este capítulo, se requieresolicitud por escrito acompañada de ra siguiente oocumentaó¡án:
I ; F1a el caso de pensión por Jubirac¡ó"n o cesantía en Edad Avanzada:a)'- copia certificada del acta de nacimiento expedida por" 

"ióti.i"l del Registro civilcorrespondiente;
c)'- Hoia de servicios expedida por el servidor público competente de la lnstitución quecorresponda.
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Asimismo, la antigüedad generada y asentada en la
Hoja de Servicios tiene base en los artículos 1Gu, y 1753 de la

52 Artículo 16.- La pensión porJubilación de los sujetos de la Ley, se determinará de
acuerdo con los porcentajes de la tabla siguiente:
l.- Para los Varones:
a).- Con 30 años de servicio 100%',
b).- Con 29 años de servicio 95%;
c).- Con 28 años de servicio 90%;
d).- Con 27 años de servicio 85%;
e).- Con 26 años de servicio 80%;
l).- Con 25 años de servicio 75%;
g).- Con 24 años de servicio 70%;
h).- Con 23 años de servicio 65%;
i).- Con 22 años de servicio 60%;
j).- Con 21 años de servicio 55%', y
k).- Con 20 años de servicio 50%.
ll.- Para las mujeres:
a).- Con 28 años de servicio 100%,
b).- Con 27 años de servicio 95%;
c).- Con 26 años de servicio 90%;
d).- Con 25 años de servicio 85%;
e).- Con 24 años de servicio 80%;
f).- Con 23 años de servicio 75%;
g).- Con 22 años de servicio 70%;
h).- Con 21 años de servicio 65%;
i).- Con 20 años de servicio 60%;
j).- Con 19 años de servicio 55%', y
k).- Con 18 años de servicio 50%.
Para disfrutar de esta prestación la antigüedad puede ser interrumpida o ininterrumpida. Y
para efectos de computar la antigüedad, deberán considerarse los años de servicio en
alguna otraárea de la Administración Pública o de cualquiera de los Poderes del Estado o
Municipios, aun cuando la relación haya sido de carácter burocrática, al amparo de la Ley
del Servicio Civil del Estado de Morelos.
Para recibir esta pensión no se requiere edad determinada.
El monto de la pensión mensuala que se refiere este artículo, en ningún caso podrá ser
inferior al equivalente de 40 veces el salario mínimo general vigente en la Entidad.
En todos los casos estarán sujetos a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 24
de esta Ley.
53 Artículo 17.- La pensión por CesantÍa en Edad Avanzada se otorgará al sujeto de la
ley que, habiendo cumplido cuando menos cincuenta y cinco años de edad, se separe
voluntariamente de su función o quede separado de la misma, siempre que hubiere
prestado por lo menos 10 años de servicio.
La pensión se calculará aplicando los porcentajes siguientes:

a).- Por diez años de servicio 50%;
b).- Por once años de servicio 55%;
c).- Por doce años de servicio 60%;
d).- Por trece años de servicio 65%;
e).- Por catorce años de servicio 70%; y
f;.- Por quince años o más de servicio 75%.

Para disfrutar de esta prestación la antigüedad puede ser interrumpida o ininterrumpida. Y
para efectos de computar la antigüedad, deberán considerarse los años de servicio en
alguna otra área de la Administración Pública o de cualquiera de los Poderes del Estado o
Municipios, aun cuando la relación haya sido de carácter burocrática, alamparo de la Ley
del Servicio Civil del Estado de Morelos.
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LSEGsocsPEM, que tienen como fin el reconocimiento de un

periodo de prestación de servicios efectivos , para que sea

tomado en cuenta y obtener el beneficio de una pensión por

jubilación c por cesantía en edad avanzada.

8.12 lncrementos, Actualizaciones y/o Mejoras

Salariales

La actora peticionó estos rubros respecto a todas las

prestaciones reclamadas y que sean consideradas

procedentes, hasta el momento en que se dé cumplimiento a

la sentencia definitiva que se dicte.

De autos no se desprende la existencia de incrementos

o mejoras salariales, por ello, este Tribunal determina que, el

cálculo de las pretensiones antes estudiadas quedará sujeto al

procedimiento de ejecución de la sentencia de conformidad al

artículo 697 fracción 154 del cpRoclvllEM, de aplicación

El-monto de la pensión mens.lala que se refiere este artículc, en ringún caso podrá ser
inferior al equivarente de 40 \reces el Safario Mínimo GeneraiVigente en la Entidad.
En todos los casos estarán sujetos a lo d spuesto por el p-imer"parrafo, del artículo 24
de esta Ley.
s4 ARTICULo 697.- Reglas para prcceder a la liquidez. Si la resolución cuya ejecución
se pide no contiene cantidad líquida; para levar adelante la e ecución debe previamente
liquidarse confonne a las siguientes prevenciones:

l - Si la resoluciÓn no contiene cantidad líquida, la parte a ,rlyo favor se pronurció, alpromover la ejecuciÓn presentará su liquioación, de la cual selará vista por tres días ala parte condenada. si.ésta no la objetare, dentro del plzc iiiado, só oecretárá-taejecuciÓn por la cantidad que importe, pero moderada prudentemente, si fuesenecesario, por elJuez; mas si expresare s.l inconformidad, se dar¿ vista de las razonesque alegue a la carte_promovente por otrcs tres días, y ce lo!ue reprique, por otrostres días, al deudor. Erjuzgador farará centro de iguaí prazo ü que estime justo, raresolución no seÉ recurrible;
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complementaria a la LJUSTICIAADMVAEM de conformidad

a su artículo 755, con las pruebas que la actora haga llegar.

8.13 Registro de la sentencia

La demandante reclama se ordene a Ia autoridad

demandada, realice las gestiones necesarias para inscribir la

sentencia que se emita en el presente juicio, en el expediente

personal ylo Sistema Nacional de Seguridad Pública ylo

Comisión Estatal de Seguridad Pública.

Al respecto, la autoridad demandada contestó que una

vez que cause ejecutoria la presente resolución será registrada

ante la Dirección de Registros de Personal de Seguridad

Pública.

En esa línea de pensamiento, de acuerdo al artículo 150

segundo párrafo56 de la LSSPEM señala que la autoridad que

conozca de cualquier auto de procesamiento, sentencia

55 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y

resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposición
expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo
dispuesto por el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en
materia fiscal, además a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el Código
Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de
Morelos, y la ley o deereto que crea un organismo descentralizado cuyos actos se
impugnen; en materia de responsabilidad de los servidores públicos a la ley estatal en

la materia, en lo que resulten aplicables.

56 Artículo 150.- El Centro Estatal tendrá a su cargo la inscripción y actualización de los

integrantes de las instituciones de seguridad pública en el Registro Nacional del
Personal de Seguridad Pública de conformidad con lo dispuesto en la Ley General.
Cuando a los integrantes de las instituciones de seguridad pública, o auxiliares de la
seguridad pública se les dicte cualquier auto de procesamiento, sentencia condenatoria
o absolutoria, sanción administrativa o resolución que modifique, confirme o revoque
dichos actos, la autoridad que conozca del caso respectivo notificará inmediatamente al

Centro Estatal quien a su vez lo notificará al Registro Nacional. Lo cual se dará a
conocer en sesión de Consejo Estatal a través del Secretariado Ejecutivo.
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condenatoria o absolutoria, sanción administrativa o resolución
que modifique, confirme o revoque dichos acros. notificará
inmediatamente al centro Estatal de Análisis de lnformación

sobre seguridad Pública, quien a su vez lo notificará al

Registro Nacional del personar de seguridad pública.

En esa tesitura, dese a co-,ocer el resultado del
presente fallo al centro Estatal antes citado para el registro
correspondiente. En el entendido cue co.no ha quedado

establecido, la baja de ra parte actora fue injustificada, lo
anterior con apoyo en er siguiente criterio jurisprudencial:

MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EFECTOS DE
LA CONCESIÓT.¡ DELAMPARO DIRECTO CONTR.A LA SENTENCIA
DICTADA EN SEDE JURISDICCIONAL CUANDO SE ADVIERTAN
VIOLACIONES PROCESALES, FORMALES O DE FONDO EN LA
lFlo_LUCIóru oep¡¡ltIVA O¡óreon EN SEDE ADMtNtsrRATtvA
QUE DECIDE SEPARARLOS, DESTITUIRLOS O CESARLOS'T.

conforme a lo establecido por la segunda sala de la suprema corte
de Justicia de ta Naciólel 

J? 
jurispru-den cia za.tJ. 1o3t2o'12 (10a.) (.),

dE rUbrO: ''SEGURIDNO PÚELICA. LA SENTENC A EN LA QUE SEcoNcEDE EL ArVlpARo CONTRA m sepnnncloñ, ntn¡ócror.¡,
BAJA, cESE o cuALeutER orRA FoRMA oe renn¡irtntioñ oÉi_sERvlclo DE MIEMBROS DE LAS tN-crtructcNEs poLtctALES,
POR VIOMCIÓ¡I AL DERECHO DE AUDIENCIA, DEBECONSTREÑIN N LA AUTORIDAD RESPONS,qBLE A PAGAR LAIruOEN¡ruIZRCIÓrt CORRESPONDIENTE Y LAS OEN¡ÁSPRESTACIoNES A euE EL euEJoso TENGA ornecHo.',, cuandoel quejoso impugne en amparo directo ,a iregaridad de ra resotucióndefinitiva, medianre ra guar haya sido seiaraoo i"t'-"rrgo que
desempeñaba como servidor puotico de una insti:uciin poriciar, porviolaciones procesares, formares o de fondo ;;;-ór;.edimiento
administrativo de separación; tomando en cuenta h imposibiridad deregresar las cosas al estado en el que se encoff:raban previo a Ia

57 Época: Décima Época; Registro 2012722; rnstancia: segunda sara; Tipo de Tesis:Jurisprudencia; Fuente. Gacéta del Semanario Judic al dJ la Federación; Libro 35,
!9tubr:e ae 2016, Tomo t; Materia(s). CómUn, Administraiiva; *esis: 

2a.iJ. 117t2016(10a.); Página: 897
contradicción de tesis Esl2o16. Entre las sustentadas por el pleno en MateriaAdministrativa del Decinosexüc cir_cuito y el Primer r-iounat cclegiado del Décimooctavo ci'cuito' 6 de julio de 2016. cinco íotos de los M¡nistros Ecuardo Medina Moral', Javier raynez Potisek, José Fernando Franco contáler srr"., I\largarita BeatrizLuna Ramos y Albertc Pérez Dayán; votaron con sal,¿edad José Fernando FrancoGonzález Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez pot sek. secretario:Jorge Roberto Ordóñez Escobar.
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violación, por existir una restricción constitucional expresa, no debe
ordenarse la reposición del procedimiento, sino que el efecto de la
concesión del amparo debe ser de constreñir a la autoridad
responsable a resarcir integralmente el derecho del que se vio privado
el quejoso. En estos casos, la reparación integral consiste en
ordenar a la autoridad administrativa: a) el pago de la indemnización
correspondiente y demás prestaciones a que tenga derecho, y b) la
anotación en el expediente personal del servidor público, así
como en el Registro Nacional de Seguridad Pública, de que éste
fue separado o destituido de manera injustificada.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Asimismo, en congruencia con el artículo 98 primer

párrafos8 de la LSSPEM, regístrese en el expediente del actor

la sanción impuesta y confirmada por esta autoridad, una vez

que la presente cause estado.

8.14 lmpuestos y deducciones

Quedan pendientes de calcularse en el presente asunto

los impuestos y deducciones que en derecho procedan, ya que

estas no quedan al arbitrio de este Tribunal o de alguna de las

partes, sino a la ley que las regule; ello en base al siguiente

criterio j u risprudencial :

DEDUCCIONES LEGALES. LA AUTORIDAD LABORAL NO ESTÁ
OBLIGADA A ESTABLECERLAS EN EL LAUDO.5g
No constituye ilegalidad alguna la omisión en la que incurre la autoridad
que conoce de un juicio laboral, al no establecer en el laudo las

deducciones que por ley pudieran corresponder a las prestaciones
respecto de las que decrete condena, en virtud de que no existe

58 Artículo 98.- La aplicación de las sanciones deberá registrarse en el expediente
personal del infractor.

5e Época: Novena Epoca; Registro: 197406; lnstancia: Tribunales Colegiados de

Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la FederaciÓn
y su Gaceta; Tomo Vl, Noviembre de 1997; Materia(s): Laboral; Tesis: l.7o.T. J/16;
Página: 346
SÉPIMo TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER
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disposición legal que así se lo imponga, y como tales deduccicnes no
quedan al arbitrro del juzgador, sino dei¡van de la ley que en cada
caso las establezca, la parte condenada está en iosioilidad deaplicar las que procedan al hacer el pago de las cantidades
respecto de hs que se decretó condena ensu contra conforme aIa ley o leyes apricables, sin necesidad de que ra autoridad
responsable las señale o precise expresamente en ", ,""oll"iJn.,,
(Sic)
(Lo resaltado es de este Tribunal)

De ahí que. corresponde a la autoridad demandada y

a las que deban participar de los actos de ejecución del
presente fallo, calcular y realizar las deducciones y

retenciones, incluyenco los impuestos y en su caso
retenciones que correspondan de conformidad con la

normativa vigente.

9. EFECTOS DE LA SENTENCIA

9.1 se declara la ilegalidad, por ende, la nulidad del acto
impugnado consistente en.

"... El cese i,e.róal del suscrito del cargo que venía desempeñando
como .,, (Sic)

9.2 En consecuencia, ras autoridades demandadas
deberán efectuar et pago y cumplimiento de las siguientes
prestaciones en cantidades liquidas y que hacen un total de

nto
ndemn |zacton Co stit al (tresR uct on MESCS )
ndem n tzación de 2 C d AS por cada ano aborad o

Ret ribució n ord tn a Íla diat|a cejada de perct bi r
Aguinaldo
Vacaciones
Prima vacacional
Pe rcepcloles devergadas
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Total
Prima de Antigüedad

9.3 Se deberá expedir la Hoja de Servicios al actor de

acuerdo a esta resolución.

9.4 Es improcedente, la exhibición de constancias de

afiliación ante alguna institución de Seguridad Social o en su

defecto el pago de todas las aportaciones ante las instituciones

de seguridad social, así como la exhibición de las constancias

que acrediten el pago de las cuotas patronales al lnstituto de

Crédito de los Trabajadores del Estado de Morelos,

9.5 Queda sujeto al procedimiento de ejecución de la

sentencia incrementos ylo actualizaciones ylo mejoras

salariales, en términos del presente fallo.

9.6 Término para cumplimiento

Se concede a la autoridad demandada Coordinador

del Sistema Penitenciario, del estado de Morelos, uf,

término de diez días para que dé cumplimiento voluntario a lo

ordenado en el presente fallo, una vez que cause ejecutoria;

apercibida que, de no hacerlo así, se procederá a la ejecución

.x5'r el

t'<
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forzosa en términos de lo dispuesto por los artículos 9060 y 9161

,Ce la LJUSTICIAADMVAEM.

Al cumplimiento de este fallo están obligadas las

autoridades, que aún y cuando no han sido demandadas en el

presente juicio, por sus funciones deban intervenir en el

cumplimiento de esta sentencia.

En aval de lo afirmado, se transcribe la tesis ,Je

jurisprudencia en materia común número 1a.lJ. sT2oo7, visible

en la página 144 del semanario Judiciar de la Federación y su

Gaceta xxv, Mayo de 200r, correspondiente a la Novena

Época, sus'lentada por la Primera sara de la suprema corte de

Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

a0 Articulo 90. Una vez nottficada la sentencia, la autoridad demandada deberá darle
clmplimiento en [a forma y términos previstos en la propia resolución, haciéndolo sabera la Sala correspondiente dentro de un término no mayor de diez días. Si dentro de
d cho plazo la a.ltoridad no cumpliese con la sentencia, la Sala, le requerirá para que
d¿ntro del término de veinticuatro horas cumplimente el fallo, apercibida que, de'no
hacerlc así, sin causa justificada, se le impondrá una de las medidas de apremio previJa
en esta ley.

€1 Artículo.9f 'Sia pesar del requerimiento y la aplicación de las medidas de apremiola autoridad,se niega a cumplir la sentencia'del Tribunat y nó existe justificacion leg¿tpara ello, el Magistrado instructor declarará que el servidor público incurrió en desacatc,procediendo a su destituclón e inhabilitación hasta poi 6 
"ños 

p"ra oer"mpáni,
cualquier otro empleo, cargo o comisión dentro del servicio público estatal o muricipal.
En todo caso, la Sala procederá en la forma siguiente:
I Si la ejecución consiste en la realización oe ün acto material, la Sala podrá rea izar5,en rebeldía de la demandada;
I ' Si el acto sólo putele ser ejecutado por la autoridad demandada y esta tuviere
superior jerárquico, la Sala requerirá a su superior para que ordene la complementac¡ón
ce la resolucién, apercibido que, de no hacerio así, sin calsa;uiiiticada, se le irpánJr-n
las meCidas de apremio previstas en esta ley;
lll Si a pesar de los requerimientos al superior jerárquico, no se lograre el cumplimientode la sentencia, y las medidas de apremio no resultaren eficaces, se procederá en lasté-minos del párnafo primero de este artículo, y
lV' Para el debido cumplimiento de las sentencias, el Tribunal podrá hacer uso de lafuerza pública.
Ningún expedien:e podrá ser archivado sin que se haya debidamente cumplimentado lasentenria y publicado la versión publica en la página de lnternet del rribunal.
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AUTORIDADES NO SENALADAS COMO RESPONSABLES. ESTAN
OBL¡GADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL
EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO.62

Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas como
responsables en eljuicio de garantías, pero en razón de sus funciones
deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria de
amparo, están obligadas a realizar, dentro de los límites de su
competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento íntegro y
fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre vigencia real y
eficacia práctica.

La condena de las prestaciones que resultaron

procedentes, se hace con la salvedad de que se tendrán por

satisfechas, aquellas que dentro de la etapa de ejecución se

acredite con pruebas documentales fehacientes que en su

momento fueron pagadas al actor.

Lo anterior, con la finalidad de respetar los principios de

congruencia y buena fe guardada que debe imperar entre las

partes, pues si las demandadas aportan elementos que

demuestren su cobertura anterior a las reclamaciones de la

parte actora, debe tenerse por satisfecha la condena

impuesta, pues de lo contrario se propiciaría un doble pago.

Lo cual guarda congruencia con lo establecido en el

artículo 715 del GPROCIVILEM de aplicación complementaria

a la LJUSTICIAADMVAEM, el cual en la parte que interesa

establece:

ARTICULO 715.- Oposición contra la ejecución forzosa. Contra la

ejecución de la sentencia y convenio judicial no se admitirá más
defensa que la de pago...

62 Época: Novena Época; Registro: 172605: lnstancia: Frimera Sala; Tipo de Tesis:
Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXV,
Mayo de 2007; Materia(s). Común; Tesis: 1a.|J.5712007; Página 144.
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El pago de las prestaciones a que fue condenada la
demandada, se deberá realizar mediante transferencia

bancaria a la lnstitucÍón Financiera BBVA México, s.A.,
lns:itución de Banca Múltiple, Grupo Financiero BBVA México,

cuenta clabe  cuent
aperturada a nombre de este Tribunal, para que le sea

entregada a la parte actora. Debiendo la parte actora exhibir
su constancia de situación fiscal.

IO. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. Este Tribunal en pleno es competente para

conocer y fallar el presente asunto, en los términos precisados

en el capítulo 4 de la presente resolución.

SEGUNDo. La autoridad demandada coordinador del
sistema Penitenciario del Estado de Morelos no desvirtuó
la existencia del acto impugnado; por lo tanto, quedó
demostrada la existencia del mismo.

TERCERO. son fundados los argumentos hechcs
valer por la parte actora, contra el acto impugnado consistente
en el cese verbal del actor del cargo que venía desempeñando
como custodio acreditable.

cuARTo. se decrara ra iregaridad por ende ra

NULIDAD LlsA Y LLANA del acto impugnado consistente en
el cese verbal del actor del cargo que venÍa desempeñando
como
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QUINTO. La autoridad demandada Coordinador del

Sistema Penitenciario del Estado de Morelos, deberá

realizar al pago y cumplimiento de las reclamaciones que

resultaron procedentes conforme a derecho en términos del

subcapítulo 9.2. y 9.3.

SEXTO. Dese a conocer el resultado del presente fallo a

Centro Estatal de Análisis de lnformación sobre Seguridad

Pública, quien a su vez lo deberá notificar al Registro Nacional

del Personal de Seguridad Pública para el registro

correspondiente.

SÉPTIMO. Se condena a la autoridad demandada

Coordinador del Sistema Penitenciario del Estado de

Morelos para que den cumplimiento a la presente resolución

en términos de apartado 9.5.

OCTAVO. En su oportunidad archívese el presente

asunto como total y definitivamente concluido.

11. NOTIFICAGIONES

NOT¡FíQUESE COMO LEGALMENTE CORRESPONDA.

12. FIRMAS

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno delTribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, Magistrado Presidente GUILLERMO
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ARRoYo cRUz, Titular de ra segunda sala de lnstrucción

Magistrada MoNlcA BoGGlo roMASAz MER|No, de Titutar

de la Primera sala de lnstrucción; Magistrada

VANESSAGLORIA GARMONA vrvERos, Titutar de ta

Tercera sala de lnstrucción; Magistrado MANUEL GARCíA

QUINTANAR, Titular de la cuarta sala Especializada en

Responsabilidades Administrativas y Magistrado JoAeuiN
ROQUE GONZÁLEZ CEREZO, Titutar de la Quinta sata
Especializada en Responsabilidades Administrativas y

ponente en el presente asunto; en términos de la Disposición

Transítoria cuarta del decreto número 344g por el que se

reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley
orgánica del rribunal de Justicia Administrativa det Estado de
Morelos y de la Ley de Justicia Administrativa det Estaco de
Morelos, publicada en el periódico oficial "Tierra y Libertad,'

número 5629 de fecha treinta y uno de agosto de dos mil

dieciocho; ante ANABEL SALGADO cAplsrRÁN, secretaria
General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO.

MAGIST P TE

GU O ARRO RUZ

INSTRUCCIÓN
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TITULAR DE LA SE

84

SALA DE



TIA
TRiEUNAL DE JUSTICIA ADMINISIMTWA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJA/s"S ERA/J RAE M-O 1 7 I 2021

MAGISTRADA

MONICA B TOMASAZ MERINO

TITULAR DE LA PRIMERA SALA DE INSTRUCCIÓN

GISTRADA

VANESSA GLORIA VIVEROS

TITULAR DE LA TERCERA SALA E INSTRUCCIÓN

MAGI

MANUEL RCíA QUINTANAR

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABI LI DADES ADM I N ISTRATIVAS

MAG RA

UE GON
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L DE,ACUERDOS

CAPISTRAN

SISTEMA PENITEN CIARIO DEL ESTADO DE MORELOS,
de fecha dos de octubre de dos milvei

este Tribunal
estas

del
1,

DEI.
bada en

'.'', ''' ,''':'.:,.
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“En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones IX y X y 6 de la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, y 87 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Moleros, en esta versión pública se 
suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos 
supuestos normativos”.




